Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 49 minutos) 


Conforme a lo resuelto en la última sesión, habíamos postergado la consideración de fondo 
del tema a los efectos de dar espacio a la presentación de testimonios por parte del señor Senador 
Lara Gilene, relativos a algunos programas de televisión en los que habría hecho referencia a sus 
presuntas declaraciones sobre temas de tipo personal y familiar del señor Presidente del Senado. En la 
sesión pasada el señor Senador manifestó que él no había vertido esas expresiones -lo que ratificaba 
en ese acto- y diría que desde ese punto de vista el tema quedó deslindado. Sin embargo, creo que a 
solicitud del señor Senador Michelini, se le preguntó al señor Senador Lara Gilene si quería aportar 
algún otro elemento relativo a este tema, y quedó en hacerlo. En la mañana de hoy nos llegó -por lo 
menos yo lo recibí- la versión de dos programas de televisión -que no pude terminar de ver- en los que 
habría hecho ese deslinde. 


De modo que, si ningún señor Senador quiere hacer algún comentario sobre las aclaraciones 
del señor Senador Lara Gilene, entraríamos a considerar la situación. 


SEÑOR MOREIRA.- En la primera sesión de la Comisión dejé planteada una duda relativa al artículo 
que sería de aplicación en esta instancia. Concretamente, me gustaría saber si se trata del artículo 
112, que es el que establece la irresponsabilidad de los Legisladores por los votos y opiniones emitidos 
en el ejercicio de sus funciones, o si corresponde aquí lo que determina el 114, que tiene que ver con el 
desafuero, aunque no con la hipótesis de delitos graves que pueden generar una acción de juicio 
político. 


De cualquier manera, nos ha llegado una solicitud de desafuero por parte del Juez de la 
causa. Observamos los elementos que figuran en la denuncia, y consideramos muy especialmente las 
declaraciones del señor Senador Lara Gilene, así como el material suplementario que nos envió, y una 
declaración publicada en el diario “El Observador” -firmada por el periodista Gabriel Pereira- en la 
que se dice que hubo un error en la versión periodística, en tanto la pensión alimenticia mencionada no 
era para el mantenimiento de hijos menores, sino una pensión para la cómoda y decente sustentación 
de la ex cónyuge del señor Vicepresidente. Eso quedó bien claro por una carta que enviara la hija del 
señor Vicepresidente de la República. 


En lo personal, no he visto que hubiera operado una difamación por los dichos del señor 
Senador Lara Gilene en esa materia, habida cuenta de las declaraciones que pudimos conocer a 
través de ciertos programas televisivos y de la aclaración que hace el matutino “El Observador”. Creo 
que las declaraciones aquí formuladas han dejado bien de manifiesto lo que acabo de expresar. 


En lo que refiere al tema de ciertos abusos cometidos con relación a los viáticos de los 
funcionarios que viajaron a la Feria de Zaragoza, he observado que la resolución que habilitaba el pago 
de esos viáticos es anterior -eso también se dijo en esta Comisión- a las declaraciones públicas 
realizadas por el señor Senador Lara Gilene sobre esa materia. Si no me equivoco, la resolución que 
autoriza los viáticos de esa delegación data de un mes antes. Incluso, anteriormente -creo que fue el 
24 de junio- ya había partido una persona para preparar el viaje, que si mal no recuerdo es el 
funcionario Raúl Valinotti. En esta delegación viajaron un ayudante militar, Capitán de Fragata Aldo 
Mazzoni, y los funcionarios Juan Fagúndez y Raúl Valinotti. Insisto, este último viajó una semana o seis 
días antes. 


Como todos sabemos, se ha hablado de abusos. Al respecto, junto con la denuncia se 
presentan fotocopias de páginas del diario “El Observador” con comentarios en torno a este tema, 
haciéndose mención a abusos en el uso de estos viáticos. También recordamos que se sostiene que 
estos viáticos se enmarcan en el criterio utilizado por el Asunto 297/08 del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, que supongo será apegado a la legalidad o tendrá que ver con la autorización de viáticos 
extraordinarios para casos extraordinarios. En realidad, confieso que no sé bien a qué se refiere 
porque no pude encontrar dicha resolución. Al parecer, en la utilización de los viáticos medió abuso en 


tanto vemos en la denuncia elementos extremadamente delicados. Se nos ha manifestado -no sé si es 
verdad, porque no lo podemos corroborar- que también ha concluido la investigación administrativa y 
se ha abierto un sumario. Acá hay una instancia paralela conformada por los procedimientos 
administrativos que tienen lugar con carácter reservado y a los cuales ni hemos pretendido acceder, tal 
como acordamos. Lo que hemos hecho fue remitir a esos ámbitos la documentación que recibimos. De 
cualquier modo, reitero, oficiosamente llegó a mi conocimiento que habrían culminado las 
investigaciones y que ya se habrían abierto los procedimientos sumariales. De ser fieles estos 
documentos, puede haber hasta figuras delictivas. Apreciemos que hay una factura recortada -aclaro 
que no estoy haciendo imputaciones- de la cual surge que se cobró dos veces la misma cosa. Se trata 
de dos personas, una de las cuales, según el señor Senador Lara Gilene, ni siquiera estaba en 
España. Hablamos de una factura por aproximadamente € 850 de un hotel de Zaragoza. Parecería que 
hay un perjuicio evidente para el Estado en tanto se está cobrando dos veces la misma cosa, insisto, 
en función de la documentación con la que contamos. Entonces, si eso es así, evidentemente, hay un 
abuso. 


SEÑOR RÍOS.- También observé que en la documentación que nos entregó el señor Senador Lara 
Gilene, incluyó como facturas elementos que, en realidad, no lo son. Por ejemplo, se incluye como 
documento una consulta del precio de un servicio en Internet que está impreso. Eso no es una compra, 
sino una consulta sobre determinado producto. 


SEÑOR MOREIRA.- Con la documentación que tengo, advierto que hay una factura J90151328/4, de 
fecha 23 de julio, a nombre de Raúl Valinotti y otra exactamente igual, por el mismo monto, de € 
850,65, a nombre de otra persona. Si esto es así, hay más que un abuso; estaríamos ante un delito. 
También consta la factura de un restaurante llamado “Las Lanzas”, por € 669,18. Sin duda, me parece 
un abuso que un funcionario de este Palacio vaya a comer a este lugar y gaste US$ 1.000. De manera 
que el examen de esta documentación nos puede hacer concluir que existió un abuso de los 
funcionarios. Creo que a cualquier administrador responsable le parecería un abuso ver que un 
funcionario común gasta casi US$ 1.000 en una comida, donde un lenguado vale € 81. Entiendo que 
estas cosas no son fáciles de controlar, pero que un Legislador observe que hay una utilización 
excesiva de los dineros públicos no me parece fuera de lugar. 


En principio, y sin perjuicio de seguir haciendo esto con la ponderación y mesura que 
corresponde, pienso que los funcionarios han incurrido en un abuso. Además, si bien ignoro lo que se 
hizo en esa misión, me parece excesivo que tres funcionarios -un chofer y dos funcionarios más- 
realicen un viaje de estas características. Me parecería razonable que viaje un militar acompañando al 
Vicepresidente de la República, pero no el resto de los funcionarios, incurriendo, además, en los gastos 
mencionados. A esto se suma el hecho -que parece cierto- de que uno de los funcionarios que fue unos 
días antes, estuvo residiendo en un hotel a más de 300 kilómetros del lugar de la conferencia, lo cual 
también me parece un abuso, a lo que hay que agregar que ese mismo funcionario pagó el hotel en el 
Mar Mediterráneo y otro hotel por € 850 con una factura duplicada. Me parecen hechos graves. 


Creo que controlar la regularidad de estas cosas es una función típica de un parlamentario, 
por lo que no pienso que el señor Senador Lara Gilene esté incurriendo aquí en un delito de difamación 
e injurias cometido por medio de la prensa. Por el contrario, considero que el señor Senador Lara 
Gilene está cumpliendo con su deber de controlar que los dineros públicos, que no son nuestros sino 
de los contribuyentes, se gasten en debida forma. Aquí parece haber existido un gasto absolutamente 
fuera de norma de los dineros públicos. No digo que suceda lo mismo en todos los casos, pues en el 
caso del militar no parece haber nada raro, pero en estos otros dos, con las dos facturas duplicadas y 
con esta principesca cena, creo que existió abuso. Entonces, a mi juicio, la conducta del señor Senador 
Lara Gilene se encuadra en lo dispuesto por el artículo 112 de la Constitución de la República, por 
irresponsabilidad por sus opiniones -porque está ejerciendo sus funciones de contralor- o de ninguna 
manera hay lugar a la formación de causa por esto. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera centrar el debate en lo que hoy debemos decidir. Aquí hay dos 
elementos que, en apariencia, por lo que dice el expediente, llevaron al Presidente del Senado y 
Vicepresidente de la República a pedir un desafuero, ya que se sintió injuriado por expresiones 
públicas del señor Senador Lara Gilene. Dichas expresiones públicas, que aparecieron en medios de 
prensa, hacían referencia a su vida privada y a algo que él ratificó acá. Si bien el señor Senador 
manifestó que no había hecho esas expresiones públicas sobre su vida privada y trajo elementos para 


refrendarlo, las mismas salieron a luz, ya sea por equivocación de un periodista o no, y dieron lugar a 
la reacción del Vicepresidente de la República. También se habló de abuso por haber llevado -según el 
señor Senador Lara Gilene- un excesivo número de funcionarios en el viaje que debía realizar en 
representación del Presidente de la República, y por la cantidad de viáticos otorgados a esos 
funcionarios. Por lo tanto, hay una acusación pública de abuso. Es una apreciación personal y política 
con relación a la cantidad de viáticos que se pagó y a la cantidad de personas que viajaron en esa 
oportunidad. 


En este momento no disponemos de los elementos para actuar en consecuencia, por lo que, 
una vez terminada la investigación administrativa a la que dieron lugar las opiniones públicas del señor 
Senador Lara Gilene y las preguntas formuladas, tendremos que ver cómo sucedieron los hechos 
exactamente y saber si realmente el Presidente del Senado, señor Nin Novoa, considera que no fue un 
abuso llevar a tres funcionarios ni tampoco haber otorgado el viático debido para la cantidad de días 
que ¡ban a estar en el exterior y que correspondía pagar, según lo establecido por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y el que se estipula por la Organización de las Naciones Unidas, en función de la 
distancia o el tiempo que se está en otro país. En todo caso, como Legisladores tendríamos que ver si 
los funcionarios hicieron mal uso de ese beneficio y saber exactamente si, según la calidad del viaje y 
los compromisos que el señor Presidente del Senado tenía que cumplir, fue un exceso la cantidad de 
personas que llevó. Ahora bien, el señor Presidente del Senado y Vicepresidente de la República 
entiende que no fue así y que fue a cumplir determinadas funciones, por lo que se sintió injuriado y 
atacado en su honor. 


Además, me gustaría saber si en el caso de que, como Senadora, pidiera la rendición de 
cuentas de todos los Legisladores y funcionarios que a veces nos acompañan en las misiones 
oficiales, etcétera, podría acceder a ese detalle. Deseo saber si son públicas las rendiciones de 
cuentas que hago cuando viajo y cuál es la que hacen todos los funcionarios que viajan cuando nos 
trasladamos en misión oficial -por ejemplo, a la Unión Interparlamentaria, al Parlatino, etcétera- cuando 
comen y viven en los hoteles. Muchas veces no sé qué es lo que hacen, pero lo cierto es que cuando 
los necesitamos en las Comisiones, los tenemos. 


Entiendo la molestia porque si esto me hubiera pasado a mí, me hubiera molestado mucho la 
exposición pública de un colega sin preguntarme personalmente por qué decidí llevar más gente en el 
equipo para cumplir esa misión. 


Lo otro me parece que es una cuestión de responsabilidad. En ese sentido, comparto los 
dichos del señor Senador Moreira en cuanto a que investigar el comportamiento de los funcionarios es 
una responsabilidad de todos. Ese es otro tema sobre el que quizás podríamos pedir cuentas a la 
Secretaría del Senado -por suerte, tenemos Secretarios que representan a todos los Partidos políticos- 
sobre todos estos datos. 


SEÑOR GARGANO.- En principio, quiero declarar -creo que con esto recojo la opinión de los 
compañeros del Frente Amplio- nuestra total solidaridad con el señor Presidente del Senado y de la 
Asamblea General frente a la situación en que ha sido colocado por la acción -no la vamos a 
caracterizar; lo haremos al final- del señor Senador Lara Gilene. 


Parece indubitable que desde el inicio, el mismo día 24 de julio, cuando se publica la noticia 
en “El Observador”, ya hay una intención, no de controlar, sino de decidir que el señor Vicepresidente 
de la República está cometiendo prácticamente un acto ilícito. Eso figuraba entre comillas y no ha sido 
desmentido por el señor Senador Lara Gilene. Sus expresiones aparecen en la fotocopia de “El 
Observador”, manifestando: “Nin Novoa le toma el pelo al sistema político cuando gasta miles de 
dólares en viajes al exterior y al mismo tiempo impulsa un control del presupuesto del Poder 
Legislativo”. Estas expresiones dan por hecho que está cometiendo un acto contrario a la dignidad del 
cargo. 


Simplemente, quiero dejar sentado que eso no es cumplir ninguna función de control. Es 
más, ni siquiera sabía lo que iba a gastar porque no tenía las facturas, sino la noción de las partidas 
que se le podía proporcionar al conjunto de la delegación. 


Ahora, quiero referirme a la otra parte que es la que, a mi juicio, funda más sustancialmente 
el agravio del Presidente del Senado. Concretamente, me refiero a la imputación que el diario atribuye 
al señor Senador Lara Gilene. Sin embargo, en este ámbito escuché decir al señor Senador Lara 
Gilene -y el señor Presidente de la Comisión así lo ratifica- que él no se hace cargo de eso; que esas 
palabras fueron puestas por cuenta del periodista, lo cual luego fue desmentido por medio de una 
notita -cuya fotocopia obra en nuestro poder- en el propio diario. Si esto es así, entonces, ¿para qué 
están las fotocopias de la actuación, el detalle día por día de todo el expediente de Ivonne Lima Soria 
contra Nin Novoa, Rodolfo, pensión alimenticia? ¿Quién sacó eso? ¿Quién lo hizo? Aclaro que esto no 
lo traje yo, sino el señor Senador Lara Gilene y, quizá, lo hizo porque se interesó por el expediente. En 
función de esto, no imagino que el periodista -y no estoy defendiendo a ningún periodista sino, 
simplemente, me estoy limitando a constatar el hecho objetivo- pueda inventar algo de esta naturaleza, 
si no es que alguien le dice: “Mire que estuve viendo un expediente en el que hay un incumplimiento de 
los deberes a su cargo de parte del Presidente del Senado, concretamente, en torno al pago de una 
pensión alimenticia”. Yo no sé qué dice el expediente. De todas maneras, considero que esto es un 
agravio y está comprobado que no es así. 


Por lo tanto, repito, ahí no se está ejerciendo ninguna función de control, sino que se está 
actuando sobre la vida personal de un ciudadano, sea éste Legislador o no, al que se le está 
achacando la comisión de un ilícito. El hecho de no pagar una pensión alimenticia que ha sido 
decretada por un Juez constituye una violación al cumplimiento de los deberes que impone la ley. A mi 
juicio, aquí hay un ataque a la dignidad del cargo de Presidente. Creo que si se tiran todas estas cosas 
y aparecen estos títulos en los diarios, habría que colocarse del lado del presuntamente agraviado para 
analizar qué reacción le provocan estas expresiones. Vuelvo a decir que, a mi juicio, aquí hay un 
ataque a la dignidad del cargo. 


El artículo 112 de la Constitución de la República, dice: “Los Senadores y los Representantes 
jamás serán responsables por los votos y opiniones que emitan durante el desempeño de sus 
funciones”. De acuerdo con esta norma, el señor Senador Lara Gilene no está desempeñando 
absolutamente ninguna función. 


Luego, el artículo 113 de la Carta, expresa: “Ningún Senador o Representante, desde el día 
de su elección hasta el de su cese, puede ser arrestado, salvo en el caso de delito infraganti y 
entonces se dará cuenta inmediata a la Cámara respectiva, con la información sumaria del hecho”. Y el 
estatuto con respecto a los Legisladores se completa con lo que se establece en el artículo 114, que 
señala: “Ningún Senador o Representante, desde el día de su elección hasta el de su cese, podrá ser 
acusado criminalmente, ni aun por delitos comunes que no sean de los detallados en el artículo 93, 
sino ante su respectiva Cámara, la cual, por dos tercios de votos del total de sus componentes, 
resolverá si hay lugar a la formación de causa, y, en caso afirmativo, lo declarará suspendido en sus 
funciones y quedará a disposición del Tribunal competente”. Entonces, es en aplicación de estos textos 
que la doctrina constitucionalista entiende que las inmunidades se concretan en la irresponsabilidad y 
la inviolabilidad del Legislador. Justino Jiménez de Aréchaga dice que este texto, que tiene su origen en 
la Constitución de 1830 -su redacción actual proviene de la reforma de 1934- establece un privilegio, es 
decir, una ley privada o especial relativa al Legislador destinada a proteger la libertad de acción de la 
Cámara -porque está destinada a proteger la libertad de acción del Cuerpo- y no de cada uno de sus 
particulares integrantes. De manera que es un privilegio y es irrenunciable; yo no puedo renunciar a los 
fueros, porque están para proteger a todos los Legisladores. Pero Jiménez de Aréchaga decía también 
que, no obstante, la particularidad de esta irresponsabilidad está limitada o acotada por el hecho de 
que comprende las opiniones, debates, discursos y votos emitidos en el desempeño del cargo o en el 
ejercicio de funciones y, en definitiva, no puede ser responsabilizado de ninguna manera, nunca, es 
decir, ni en el tiempo en que ejerce el cargo ni cuando deja de integrar el Cuerpo. El vocablo que 
emplea la Constitución es “jamás”. En el mismo sentido, entendía que, además de los discursos 
parlamentarios, están comprendidos todos los otros modos de emitir opinión: los informes de 
Comisiones, los pedidos de informes, etcétera. Ninguna de estas hipótesis está planteada en este 
caso. Y agrega que claro está que deberá tratarse de votos u opiniones emitidos durante el ejercicio de 
las funciones; la palabra “durante” debe entenderse en el sentido de “en el ejercicio de las funciones”. 
El precepto no cubre todas las palabras o discursos que pueda pronunciar el Legislador mientras sea 
Legislador, sino aquellas que pronuncie o exprese en el ejercicio de sus funciones. Esta es una 
posición que corrobora Cassinelli Muñoz: no hay una irresponsabilidad “in abstracto”, es decir, en 
general para todos los casos, sino que para que exista esa irresponsabilidad tiene que tratarse de 
votos u opiniones y tienen que ser emitidos en el ejercicio de las funciones. No quiero extenderme más, 


pero creo que este estudio que me fue facilitado demuestra claramente que no estamos en el meollo 
de la cuestión cuando examinamos lo que hizo el señor Senador Lara Gilene. 


Creo que estas opiniones fueron emitidas con el objetivo de lastimar la imagen -estoy 
empleando una palabra muy medida- del señor Presidente del Cuerpo, que es el Cuerpo, es el Poder 
Legislativo. Es el voto de la ciudadanía el que lo llevó allí; no fue un sorteo, no salió en un bolillero 
como Vicepresidente de la República. 


El tercer aspecto que me llama la atención es que toda la documentación que nos aportó el 
señor Senador Lara Gilene está realizada fuera de los marcos normales. Si yo quiero saber ahora 
cuánto gastó el último que viajó, tengo que hacer un pedido de informes; no puedo ir a buscar a un 
amigo mío que trabaje en la Sección respectiva y que pueda estar enterado y conseguir una fotocopia 
de la documentación. Sin embargo, en este caso todo fue obtenido en forma directa, a través de los 
conocidos que hay dentro de la estructura administrativa. No quiero decir que esto sea ilícito. Se puede 
admitir que el señor Senador Lara Gilene está tan preocupado por la observancia de los gastos que 
recurre a todos los medios que cree buenos para conseguir pruebas; no son los que utilizamos los 
demás ni los que nos habilita el Reglamento. Nunca lo he hecho y no puedo hacerlo. Con esta tengo 
cinco Legislaturas aquí adentro. Me parece que este no es un buen procedimiento y parece ser más 
bien producto de una obsesión. Además, el material ya está arriba de la mesa, por lo tanto, hay una 
Comisión Investigadora que dará su dictamen acerca de los procedimientos que utilizó el señor 
Senador Lara Gilene para conseguir documentos y hay que atenerse a ella. Si se comprueba que, 
efectivamente, se cometieron violaciones o se hizo un mal uso de los dineros públicos, esas personas 
deberán ser sancionadas. 


Es cierto -y voy a hablar en primera persona- que cuando se actúa bien, se devuelve dinero, 
no se cobran viáticos y no se utiliza dinero para gastos personales; nadie se ocupa de publicarlo, 
apenas salen dos líneas en un diario de cuarta y a otra cosa, así fueran US$ 20.000 los que se hubiera 
devuelto. 


Ahora bien, hay una denuncia de que alguien comió; me ocupé de ver la factura del 
restaurante “Las Lanzas” y observé que eran 27 comensales. Hay que pedir información y ver si esa 
factura corresponde a una sola persona o a una delegación de treinta personas. Aquí hay que atenerse 
a la investigación administrativa -yo lo voy a hacer- y estoy obligado a pronunciarme con respecto a si 
lo que se hizo al iniciar esta forma de ataque a la Vicepresidencia de la República está dentro de las 
normas que habilitan a los señores Senadores o Diputados a referirse sobre todos los temas que son 
de su interés para el ejercicio de sus funciones. Me parece que aquello que más resalta -por lo menos, 
lo que veo- en el escrito de fundamento que el Presidente del Senado hace ante la Justicia, es el 
agravio que sufre por la acusación que se le formula con respecto a si atiende correctamente sus 
deberes de padre con los hijos a quienes tiene que pasar la pensión alimenticia. Me parece que ahí es 
donde hay contradicciones. Algunos periodistas son muy imaginativos, pero, en general, cuando tiran 
una piedra de ese tamaño al estanque es por que tienen cierta información básica que sirve para 
pronunciarse. Creo que, en ese sentido, la Cámara tiene que decir si eso está bien o mal y si le parece 
correcto que se haga ese tipo de apreciaciones. Creo que esto está fuera de lo que los doctores 
Justino Jiménez de Aréchaga y Cassinelli Muñoz dicen que son los deberes inherentes a los cargos 
que están cubiertos por los fueros; pero esas cosas no están cubiertas por los fueros. Hoy me interesa 
recalcar nuestra total solidaridad con el Presidente del Senado y nuestra disposición de discutir si está 
bien o está mal. 


También quisiera saber -en ese sentido, voy a solicitar un pedido de informes- cuántos de los 
señores Senadores que han viajado han rendido cuentas. Incluso, desearía que se me informara si el 
propio Senador Lara Gilene, cuando viajó -antes de este episodio- rindió cuentas y determinó en forma 
minuciosa lo que había gastado. 


Por el momento, es cuanto quería decir. 


SEÑOR MOREIRA.- Como ya señalé, en la primera sesión planteé la duda respecto a qué artículo de 
la Constitución de la República se tenía que aplicar, si el 112 o el 114. A mi juicio, puede ser de perfecta 
aplicación el artículo 112, porque aquí estamos ante opiniones sobre determinados usos de los dineros 


públicos. Para un Legislador, el control es una función esencial, y el hecho de controlar los dineros 
públicos que gasta el propio Cuerpo que integra, forma parte de esa función de contralor. Es cierto que 
esto se podría haber hecho mediante un pedido de informes, pero también lo es que, a veces, nos 
llega información que puede dar lugar a responsabilidades por otro medio -incluso, tengo entendido 
que algún señor Senador le llevó información al Presidente de la República- y, como Legisladores, no 
vamos a cercenar ninguna posibilidad. Entonces, de ser así, personalmente cotejaré la veracidad de la 
información, en función de mi propia responsabilidad. 


Insisto en que no me voy a amputar la posibilidad de que la información me llegue por otra 
vía que no sea la de un pedido de informes, máxime teniendo en cuenta que éstos últimos se 
contestan cada siete u ocho meses, o cuando se les antoja, como ha ocurrido muy frecuentemente, 
tanto en esta Legislatura como en las anteriores. Podría decirse que debido a la demora consecuente 
en responder los pedidos de informes, se impide que ejercitemos en tiempo y forma la función de 
contralor que debemos realizar como Legisladores. En consecuencia, si un Legislador recibe una 
información, considera que es verosímil y ejerce su función realizando una denuncia pública -aunque 
manteniendo determinados límites- ello no debe ser calificado como un exceso, y mucho menos aún 
constituirlo o ingresarlo dentro de una figura delictiva de difamación. 


Pero, además, aquí hay una factura duplicada. Quienes debieron controlar, tuvieron que 
advertirlo. Sin embargo, por lo visto, fue la acción del señor Senador Lara Gilene -presentando una 
nota frente a la Secretaría del Senado- la que provocó que se iniciara una investigación administrativa, 
con un doble motivo: determinar quiénes eran los funcionarios que habían proporcionado la 
información y esclarecer las eventuales responsabilidades que pudieran emerger. Con respecto a esto 
último, decimos que prima facie parece haberlas, aunque quien habla no tiene los elementos para 
expedirse; y por ello habrá una investigación. Ahora bien, el hecho de que un Legislador, mediante una 
nota, estimule el celo de la Secretaría para que recién entonces se inicie una investigación 
administrativa, no me parece un exceso, sino más bien un ejercicio de la función de contralor que 
debemos cumplir. Por otra parte, tengamos presente que se trata de dineros públicos, y no de dos 
“vintenes”, sino de US$ 20.000 ó US$ 21.000. 


Reitero, pues, que no me parece algo ilícito ni fuera de norma el hecho de que se controle 
mediante la información que a uno le llega de distintas fuentes. Esto ha sucedido en otros tiempos y 
también ocurre ahora. Vuelvo a insistir en que, como Legisladores, a veces nos llega información, no a 
través de los pedidos de informes, de la concurrencia de los señores Ministros a las Comisiones o en la 
forma ortodoxa en que generalmente la obtenemos, pero que sí puede servir para controlar -controlar 
bien- y, como ha ocurrido en este caso, para excitar el celo de la Administración, dando lugar a la 
investigación y luego a un sumario; cuando esto sucede, es porque la denuncia fue fundada. Por eso, 
no me parece que estemos ante un exceso. 


Considero que entrar a juzgar estilos políticos no es asunto para el desafuero. Es otro tema. 
Ser distinto o diferente es otro tema. Acá el asunto es si el señor Senador Lara Gilene tuvo una 
conducta que dio lugar a la formación de causa y, a mi juicio, no es así. Además, teniendo en cuenta 
los antecedentes -y a pesar de que no somos un tribunal y no tenemos función jurisdiccional- nos 
importan los hechos que están a consideración y que motivan el pedido de desafuero. Recuerdo que, 
en el caso del señor Senador Amaro, contamos con un voluminosísimo expediente sobre el que 
podíamos analizar los hechos -es decir, hacer nuestro propio juicio, tal como señala Jiménez de 
Aréchaga- y no estar a lo que diga el Tribunal. En este caso, lo único que hace el Tribunal es pedir el 
desafuero por el tipo de procedimiento de que se trata, que consta de una audiencia oral y pública en 
donde debe mediar absolución o sentencia de condena. 


Entonces, por los hechos y por la documentación aportada, creo que el señor Senador Lara 
Gilene está ejercitando su función de contralor. Pero, además, me parece que hay hechos de tal 
gravedad que dieron lugar a una investigación administrativa, porque lo cierto es que cuando estas 
facturas llegaron a los funcionarios, no fueron manejadas con el suficiente celo; parece que no las 
miraron bien, y no se fijaron que eran por mucho dinero. Quizás todo esto sirva para sentar un 
precedente en el sentido de que quienes deben controlar las liquidaciones de viáticos, a partir de ahora 
las controlen de verdad y no las dejen pasar como si estuvieran bien. Por eso pienso que este tema 
surte un efecto positivo en la Administración, porque aquellos que fuimos administradores de los bienes 
públicos sabemos que a veces hay que poner celo, atención, para no dejar pasar todas las boletas, 


simplemente, como si se tratara de una formalidad. Hay que mirar las boletas porque, justamente, 
mirándolas, uno puede observar que hay abusos. 


Esto es lo que quería decir, siempre con el máximo respeto que merece la figura del señor 
Vicepresidente de la República, pero con igual respeto hacia la actitud del señor Senador Lara Gilene, 
que ha estado celoso en el cumplimiento de su función de contralor. 


SEÑOR GARGANO.- Quiero decir que, afortunadamente, fui muy cuidadoso al elegir las palabras que 
iba a utilizar. Manifesté que el señor Senador Lara Gilene podía incursionar por los métodos que 
creyera necesarios, aunque, normalmente, nosotros no hacemos esto, porque yo no le pido a Josefina 
que me consiga tal o cual acta para probar tal o cual hecho. No lo hago, porque del mismo modo podía 
incitarse el celo -por ejemplo- para saber quiénes, en el curso de los últimos 25 años, han devuelto 
viáticos y por qué cantidad. Sin embargo, eso no se pide. 


SEÑOR ABREU.- Esos datos figuran en la página web, señor Senador. 
SEÑOR GARGANO.- ¿De los últimos 20 años? 
SEÑOR ABREU..- Claro que no, porque en esa época no había páginas web. 


SEÑOR GARGANO.- De modo que el señor Senador Lara Gilene puede actuar de esa forma, pero ello 
denota una actitud destinada a conseguir un objetivo: atacar la imagen del Vicepresidente de la 
República. Y digo esto porque el mismo día en que el Vicepresidente iba a viajar, el señor Senador 
Lara Gilene sale a decir públicamente -tengo en mi poder el diario- que estaba derrochando los dineros 
en viáticos en viajes al exterior, al mismo tiempo que estaba impulsando un control en el presupuesto 
del Poder Legislativo. Así, afirmó dos cosas que configuran una doble conducta del Vicepresidente de 
la República: por un lado, un control estricto de lo que se gasta en el Poder Legislativo y, por otro, que 
saca la plata del bolsillo y la gasta a manos llenas en el exterior. ¿Acaso esto no es una ofensa o un 
ataque a la dignidad del señor Vicepresidente de la República? Además, se debe demostrar si es o no 
coherente la denuncia que se hace... 


Es claro que pueden hacerse las investigaciones que se quiera, utilizando los métodos que 
se deseen, porque aquí no hay nada para ocultar. Hay una investigación administrativa en torno a la 
actuación de los ciudadanos, y esa investigación dirá qué se gastó y cómo se lo hizo. Después 
veremos cómo se vota. En realidad, me parece bien ser austero, y en virtud de que integré el Poder 
Ejecutivo pude conocer lo relativo a los gastos y a cómo hay que tener mano dura para controlarlos, 
pero también sé que hay ocasiones en las que el Presidente o el Vicepresidente de la República no 
pueden viajar solos, por lo que, además de su Edecán, tiene que acompañarlos alguien que los ayude 
a levantar las valijas para llevarlas al hotel, etcétera. Creo que esta es una cuestión elemental. No digo 
que se deba viajar con sesenta acompañantes, aunque en años anteriores eso ocurrió, pues hubo 
ocasiones en que los responsables del Poder Ejecutivo hicieron viajes de ese tipo. Durante este 
Gobierno también hubo viajes con muchos acompañantes, pero esas personas pagaron los gastos con 
dinero de sus propios bolsillos, de modo que el Estado no debió hacerse cargo de ellos. 


Por otra parte, si bien el señor Senador Lara Gilene sostiene que no hizo ese tipo de 
declaración -quizás lo publicado se le ocurrió al periodista que lo redactó- me pregunto cómo se explica 
que aquí, en el material del Poder Judicial, se hable de las asignaciones que el Vicepresidente de la 
República debía pagar a sus hijos, si en realidad no se intentaba probar que ese pago no se realizaba. 
Indirectamente, queda probado que se apuntó a demostrar que el Vicepresidente de la República no 
pagaba la pensión alimenticia a sus hijos. Eso es, precisamente, lo que ofende al señor Nin Novoa. 
Más allá de que después el tiro haya salido por la culata y no se haya probado nada, ese es otro 
cantar. 


Aquí no estamos para juzgar las conclusiones, sino los actos que llevaron a que la 
personalidad del Vicepresidente de la República fuera manejada de la forma en que se manejó. 
Justamente eso es lo que nos lleva a pensar que en este caso se ha actuado al margen de las 
disposiciones constitucionales que protegen los fueros de los Legisladores. 


En lo que respecta a los fueros quiero decir que voy a ser muy estricto, y creo que mis 
compañeros de lema estarán de acuerdo conmigo, porque queremos proteger a los Legisladores de 
modo que tengan todos los derechos que les otorga la Constitución para investigar, para hablar, para 
emitir opiniones y para hacer uso de su libertad de expresión. Si hacemos eso, estaremos protegiendo 
la democracia. 


Repito que vamos a ser muy estrictos en esta materia, pero también vamos a manifestar 
nuestra indignación si se agravia a un ciudadano, cualquiera sea el sector político al que pertenezca, y 
lo concreto es que aquí ha ocurrido eso y los hechos y los documentos que se nos han entregado así 
lo demuestran. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de haberse respondido la alusión, la Mesa quiere dejar constancia de 
que también ha sido aludida, aunque quizás sin intención del señor Senador. Me refiero a su afirmación 
en el sentido de que representantes del Poder Ejecutivo de anteriores Administraciones viajaban con 
delegaciones de sesenta acompañantes, lo cual en lo personal y sin abrir otro curso de debate, 
rechazo totalmente. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de lo que luego vota el Senado, cuando nos llega un pedido 
de desafuero, los Legisladores de todos los partidos somos muy restrictivos, además de que la propia 
Constitución establece un nivel de votación especial alto. Por lo tanto, más allá de que el Senado lo 
habilite o no, los Senadores debemos expresar lo que creemos sobre el caso concreto. Obviamente, si 
hubiera un estricto tema de responsabilidad a la hora de emitir un voto o verter opiniones a la prensa 
por parte de un Legislador, no lo estaríamos abordando aquí. Es más; el Juez expresamente aclara 
que su solicitud se basa en el artículo 114 de la Constitución de la República. Cuando lo hace, ¿no 
advierte la existencia de los artículos 112 y 113? Por supuesto que sí, pero a pesar de ello fundamenta 
su solicitud en el artículo 114, en tanto cree que existe una circunstancia que amerita el levantamiento 
de los fueros y la comparecencia, en este caso, del señor Senador Lara Gilene ante el Juzgado. 


Debe quedar claro que esto no ocurre por los dichos, porque de ser así los jueces pedirían 
levantamientos de fueros todos los días, ya sea porque presentamos denuncias o porque ellos actúan 
de oficio. Entonces, insisto, no hablamos de los dichos o de los votos, porque de ser así lo hubiéramos 
rechazado; tengan la plena convicción de ello. El tema es que la circunstancia es especial -así lo 
considera un Juez, que entiende que debe comparecer el señor Senador Lara Gilene- ya que, como 
presenta la denuncia el señor Vicepresidente de la República, aquí hay una situación de difamación e 
injurias. Terminada la instancia judicial se dirá si esto es así o no; lógicamente, no podemos 
determinarlo nosotros. 


Concuerdo con el señor Senador Moreira en cuanto a que podemos hacer un prejuzgamiento 
y decir: “Yo, señor Senador Michelini, ¿qué creo que hay en esta circunstancia?”, pero que lo haga en 
un ejercicio personal o colectivo no quiere decir que tenga razón. En efecto, quien va a determinar si 
eso es así o no, es un Juez; y como sabemos, toda persona es inocente hasta que se demuestre lo 
contrario. 


Repito que el quid de la cosa no está en nuestros dichos ni en los del señor Senador Lara 
Gilene, sino en los artículos 333 y 334 del Código Penal. Con toda modestia debo decir que, a nuestro 
entender, la relación que hace el señor Senador Moreira cuando relata los hechos no es exacta. No se 
trata de que el Vicepresidente de la República presente una denuncia porque se pusieron arriba de la 
mesa las irregularidades; no es así. La situación es que antes de su viaje se formulan afirmaciones 
que, a sabiendas, lesionan su honor -así lo entiende él- y no sólo afectan el posible viaje, sino su 
relación de disolución conyugal, más allá de que no se tome el más mínimo recaudo de advertir que no 
tiene hijos con esa persona. Entonces, independientemente de los dichos, hay una clara intención de 
difamación. Si la misma es grave, no es al señor Senador Michelini a quien corresponde calificarla; si 
esa injuria es de mayor o menor tenor, no es el señor Senador Michelini quien debe determinarlo. Hay 
un hecho de difamación e injurias -así lo entiende el Vicepresidente de la República y por eso hace la 
denuncia-... 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Se la voy a conceder, pero primero permítame hablar. Lo peor que nos puede 
pasar es que no nos escuchemos. 


Como decía, cuando el señor Vicepresidente de la República presenta la denuncia, ¿el Juez 
entiende que la misma se basa en los dichos, por lo que debe tomar en cuenta los artículos 112 y 113 
de la Constitución de la República, desestimando la solicitud? No; por el contrario, considera que la 
situación está amparada en los artículos 333 y 334 del Código Penal, que ameritan que se llame a la 
persona que realizó esa posible difamación e injuria. En tanto la misma tenga algo de sustancia, sin los 
fueros correspondientes y luego del proceso legal, determinará la absolución o la condena. Pero es con 
la persona en presencia y no en ausencia. El Senado de la República puede decir que no se hace 
lugar, que no tiene mérito o que le parece que el Juez está mal, pero no es que el Juez se olvide de los 
artículos 112 y 113; es más, tiene tan claros esos artículos que lo solicita por el 114 porque cree que 
hay una supuesta situación de injuria o difamación, tal como lo requiere el denunciante, que amerita a 
hacer el trámite judicial y juzgar. Eso es lo que está diciendo el Juez. Después el señor Senador Lara 
Gilene investigó todo lo que investigó porque se vio en figurillas. Es una persona que se acopió de un 
material equis  -esto no lo califico porque pienso que los parlamentarios debemos estar 
permanentemente custodiando las finanzas públicas- donde puede haber una situación de 
irregularidad. Pero esto es como el caso de una persona que entra a una propiedad privada en la que 
no puede estar, ve dentro a un ladrón, y sale y dice que hay un ladrón. Entonces se le pregunta: Pero 
usted, ¿cómo lo sabe? Y contesta: Porque yo entré. Entonces se le empieza a preguntar cómo y para 
qué había ingresado y si tenía permiso para hacerlo. El señor Senador Lara Gilene podrá identificar 
situaciones de irregularidad y eso tendrá que salvarse en la vía administrativa en primera instancia y 
luego en la vía judicial correspondiente. De parte del Frente Amplió puedo decir que si alguien abusó 
de los dineros públicos, no vamos a defender a nadie. Pero toda la información que consiguió el señor 
Senador Lara Gilene no lo exime de los artículos 333 y 334 del Código Penal, porque él mismo viene 
aquí y dice que con respecto a Rodolfo Nin Novoa no dijo nada y que no lo responsabiliza de nada. Me 
pregunto: ¿por qué dijo esas cosas? Lo hizo porque había una clara intención de que el Juez tendrá 
que calificar. Puede ser que los votos en el Senado no estén, pero eso es “harina de otro costal” y cada 
uno de nosotros debe decir aquí lo que cree. Lo que yo creo es que el hecho de que el señor Senador 
Lara Gilene haya expresado en esta Comisión que el Vicepresidente de la República no tuvo nada que 
ver, no lo exime de lo que se estipula en los artículos 333 y 334 del Código Penal sobre injurias y 
difamación, ya que acusa al Vicepresidente de la República. Luego aparecen otra cantidad de cosas 
porque, vista la situación que se le presentaba, el señor Senador Lara Gilene trató de generar una 
especie de documentación que lo pudiera justificar; pero eso ocurrió luego de los hechos, no antes. 


En consecuencia, quiero aclarar dos o tres aspectos sobre nuestra posición. 


En primer lugar, debo decir que nosotros no le vamos a levantar los fueros a nadie por sus 
dichos. 


En segundo término, el cuidado de los dineros públicos es una obligación de todos los 
Legisladores. Al respecto, déjenme decir con arrogancia -se me dirá que soy arrogante, y lo aceptaré- 
que nosotros, primero. 


SEÑOR MOREIRA.- No, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- En este caso, creemos que todas las denuncias que se hacen son posteriores, y 
se está investigando. Lo cierto es que acá hay una situación en la que, si bien el Juez considera que se 
encuadra en lo establecido por los artículos 333 y 334 del Código Penal -por eso, a nuestro leal saber y 
entender, el Juez hace lugar a ello; no es por los artículos 112 y 113, sino por el 114- queda 
expresamente manifiesta la intención de mancillar, incluso con familiares, el honor del Vicepresidente 
de la República. Parecería lógico que, en la medida en que hoy no existen los instrumentos que antes 
había con respecto al honor -que me parecían jurásicos- el señor Vicepresidente de la República haya 
tomado por este camino; que en el acierto o en el error se sustancie un juicio en el que se determine, 
por parte de un Juez -no por parte del Senado- si lo actuado se encuadra en lo establecido por los 
artículos 333 y 334 del Código Penal. 


Es todo lo que tenía para decir. 


SEÑOR MOREIRA.- No quiero monopolizar el uso de la palabra, pero las manifestaciones realizadas 
me obligan a hablar. 


Me parece que el señor Senador Michelini no entendió lo que dije ni lo que tiene que ver con 
el instituto del fuero. Manifesté que tenía la duda -y la sigo teniendo- acerca de si es de aplicación el 
artículo 112 ó el 114. El Juez de la causa optó por aplicar el artículo 114, que tiene que ver con el 
pedido de desafuero por presunta imputación de un ilícito ante una denuncia del señor Vicepresidente 
de la República. Que el Juez entienda del caso activar el procedimiento, no nos obliga en ese sentido, 
porque esa es su opinión. En el caso del señor Senador Amaro, cuando la Comisión analizó el pedido 
de desafuero correspondiente, el Fiscal había entendido que mediaban tres figuras delictivas, pero no 
fue ese el criterio de varios de sus miembros, porque considerábamos que no estábamos ante ilícitos 
penales, razón por la cual votamos en contra. De modo que el Cuerpo tiene la potestad de juzgar por sí 
mismo los hechos y las imputaciones penales de que se trate el caso que nos ocupe. 


Por otra parte, hay que tener presente que estamos ante una figura delictiva cuyo 
procedimiento es totalmente distinto. Cuando también medió una denuncia contra el señor Senador 
Michelini, dijimos al Juez que no se apresurara, que ni siquiera lo había interrogado como testigo, por 
lo que no íbamos a resolver su desafuero. Entonces le aconsejamos que lo citara como testigo y que 
no tenía por qué mediar el desafuero. De modo que los Jueces uruguayos se equivocan mucho y, 
además, tienen poca experiencia en estos temas. En este caso, el Juez se volvió a equivocar. Él podrá 
opinar, pero como Senador de la República electo tengo una opinión distinta. Si bien no soy Juez, en 
este caso, en alguna medida, actúo como tal. Eso lo dicen casi todos los doctrinos que consideran este 
tema, porque los fueros están establecidos para preservar la independencia del Cuerpo, del 
Parlamento en sí mismo. Por eso tenemos este estatuto especial de la inviolabilidad y de la inmunidad. 


Por lo tanto, no tengo por qué pasar por la opinión del Juez y mucho menos por la del 
denunciante, porque naturalmente éste tiene un interés directo; se siente lesionado en su honor, pero 
no tiene por qué coincidir con mi posición. De modo que no tengo por qué coincidir con el denunciante, 
aun con su alta investidura, ni tampoco con el Juez. Por ende, estoy jugando con los elementos que 
tengo a la vista y del examen correspondiente deduzco que aquí hay algunas irregularidades prima 
facie muy gruesas, que se han activado. Reitero que en función de esta denuncia se activó el 
procedimiento administrativo; no vino “motu proprio”. En ese sentido, creo que ese es un sano ejercicio 
de la función de contralor. 


Insisto en que le gustará o no el estilo. En cuanto a las fuentes de donde llegaron -lo acaba 
de reconocer el señor Senador Michelini- no tenemos por qué estar a las de carácter formal que prevé 
la Constitución de la República. Eso también se ha hecho desde el Gobierno en este período. Si llega 
información que entendemos que es relevante para controlar dineros públicos, ejercitamos la función y 
lo hacemos. Me parece que en este caso se hizo eso. En cuanto a la expresión del señor Senador 
Michelini “Nosotros primero”, que me disculpe, pero no estoy de acuerdo con ello porque nunca lo vi 
administrando bienes públicos. El señor Senador Michelini ha sido Legislador, pero yo fui administrador 
de bienes públicos durante catorce años. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Y? 
SEÑOR MOREIRA.- Mire que yo acá no le cedo la derecha a nadie. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Yo lo acusé de algo, señor Senador? Yo no acusé a nadie. 


SEÑOR MOREIRA.- No, no me acusó, pero nosotros también estamos primeros o, por lo menos, 
empatados. 


(Intervención del señor Senador Michelini que no se escucha) 


Así que, ¡vamos a no mostrarle la camiseta a la tribuna con este tipo de cosas! Yo no quiero 
perder la línea; simplemente, quiero mantener las cosas en su debido término y, por lo tanto, no acepto 
que se digan ciertas cosas. 


De acuerdo con mi leal saber y entender, aquí no ha mediado una conducta que amerite que 
se tenga que ir por un procedimiento muy especial que puede terminar, en una primera audiencia -a 
diferencia de lo que ocurrió con otros procedimientos penales que tuvimos a consideración- con una 
sentencia de condena. Entonces, como creemos que en este caso no le asiste razón al Juez, porque 
no hay lugar ni mérito para la formación de causa, no corresponde acceder a la solicitud de desafuero. 
Esta es nuestra posición y admitimos que los demás señores Senadores tengan otra diferente. 


SEÑOR RÍOS.- He podido advertir que, a medida que los distintos señores Senadores hacen uso de la 
palabra, aquí se van agregando elementos. 


El señor Senador Moreira -lo digo con el mayor de los respetos- empieza su análisis 
partiendo del momento en que el oficio llega a este ámbito. Ahora bien, quienes ejercimos el Derecho 
sabemos que en estos casos, que tienen una audiencia y pueden terminar con una sentencia de 
condena, el Juez hace un estudio más profundo de esa realidad. En este caso, lo lleva a pedir el 
desafuero, pero también podría haber resuelto el archivo del expediente porque ningún elemento de los 
presentados por el denunciante ameritaba proceder de otra forma. No es automático que un Juez, 
frente a la solicitud de desafuero, inmediatamente lo libre, porque primero debe realizar un estudio 
individual a efectos de poder hacerlo con convicción. A partir de ahí -y más allá de que sea compartible 
o no- tenemos un Juez que hizo un estudio jurídico de la situación y entendió que era procedente 
seguir adelante y citar al señor Senador Lara Gilene. Vuelvo a decir que, compartible o no, ése es el 
razonamiento del Juez. 


Luego, se incursiona en el tema de los viáticos; sin embargo, yo quiero volver sobre los 
temas que tenemos que resolver. Por ejemplo, si todos los elementos de investigación que tienen los 
Legisladores son válidos, ¿para qué lo son? Yo creo mucho en las formas porque ellas dan garantía a 
los ciudadanos. Considero que, más allá de la persona de que se trate, las formas son importantes, 
máxime cuando hacen a cuestiones de esta naturaleza. Nosotros podremos hablar de muchas cosas, 
pero uno de los diez o doce delitos más aberrantes que puede cometer un hombre -por lo menos, en el 
imaginario colectivo- es no cumplir con el pago de la pensión alimenticia. 


En definitiva, entendemos que las formas hacen a la cosa: entonces, si se disponía de los 
datos y se tenía cómo hacerse de ellos, ¿por qué no se utilizaron las formas? ¿Por qué no se usan las 
formas para darle sustento a una idea política? Digo esto, porque si yo tengo claridad y seguridad 
sobre determinado hecho, no voy a usar un elemento inexistente, sino que voy a seguir las formas. Me 
parece que para los abogados, tanto las formas como los procedimientos, son tan profundos como el 
fondo de la causa. Entonces, no comparto que se diga que vale cualquier forma para el contralor, 
porque lo que sí vale es el contralor con la máxima amplitud posible. De lo que se trata es que la 
investigación cuente con documentos válidos porque, de lo contrario, todos seríamos detectives. Por 
ejemplo, si realizo un pedido de informes y alguien aparece con documentación oficial, no estaría 
diciendo lo que estoy expresando, porque sería un documento que me estaría dando credibilidad, en 
tanto y cuanto se utilizaron las formas requeridas. Entiendo que todos tenemos que investigar y todos 
permitirnos ser investigados, pero esa forma de investigación es propia de los detectives privados y no 
de los Legisladores. 


Entonces, sobre este tema actualmente existe una investigación administrativa y aclaro que 
no voy a entrar “en el mucho y en el poco” -así lo expresé el otro día- porque me parece algo 
secundario. No sabemos cómo se consigue la documentación ni si es veraz, porque no se usan las 
formas que prevé el Reglamento. Pero además me parece de vital importancia que este señor entra en 
la vida privada de otra persona, que es nada menos que el Vicepresidente de la República y el 
Presidente del Senado, y, como no le alcanzó, ni siquiera siguió las formas. Quién sabe por qué vía 
obtuvo esa información, y la larga. Y resulta que ese es un agravio y una injuria que se le hace al señor 
Presidente, porque esa información es mentira. Entonces, me parece que la obligación de controlar 
que tenemos va unida a las formas para que la información sea correcta, y que ningún Senador tiene el 
derecho de meterse en la vida particular de otro Legislador, menos aún cuando no se trata de temas 
políticos y cuando se camina por vías formales inexistentes, que hasta el día de hoy no conocemos. De 
manera que, a mi juicio, alcanzan todos los elementos para que se levanten los fueros y se forme 
causa, y aspiro a que la vida íntima de todos nosotros no sea objeto de manoseo y que esta haya sido 
una excepción en una regla de códigos de la política uruguaya que rigió durante mucho tiempo. 
Reitero: para mí, no pagar una pensión alimenticia a los hijos por parte de un hombre es uno de los 


cinco o diez delitos más graves. Entonces, decir esa mentira en la prensa no es para no dañar; es para 
dañar. La información se obtuvo por una vía informal -no sabemos cómo- con una clara intencionalidad. 
Nosotros somos prisioneros de las formas porque, de lo contrario, quien es juzgado, atacado, 
relevado o investigado no tiene garantías. La garantía que tienen los otros, y que tengo yo, es la 
utilización de las formas por parte de los otros Legisladores para responsabilizar sobre algo. Si no 
existieran las formas, usaríamos la ley del talión y eliminaríamos los procedimientos. Las formas hacen 
al fondo y a la seriedad de la documentación que se trae. Yo puedo traer una información propia y 
ponerla como un elemento de prueba, pero cuando un Juez pide un desafuero, no puedo hacer una 
defensa con elementos que, en el caso de los viáticos, en ningún momento fueron más que fotocopias 
sin expresión de causa ni de los medios por los cuales fueron obtenidas. Y en el otro caso hubo una 
intromisión en el Poder Judicial, no sabemos cómo, y aparece una denuncia falsa, denigrante, en 
titulares en el diario, que es, por lo menos, una difamación e injuria. Por mi parte, me resisto -y me 
resistiré todas las veces que pueda- a que entre los Legisladores las formas se puedan soslayar en pos 
de lo investigado, porque sería horrendo para el funcionamiento de nuestro Cuerpo. 


SEÑOR ABREU.- Voy a tratar de ir encauzando en lo posible el debate, más allá de las posiciones 
preestablecidas que se puedan traer a Sala. Creo que, más allá de los aspectos subjetivos, de las 
solidaridades -que son muy legítimas- de la forma en que uno se alínea detrás de sus compañeros y 
amigos y hasta de la forma misma en que interpreta la manera en que debe actuar el Legislador y las 
personas que tienen responsabilidad pública, tenemos ante nosotros una restricción muy importante, 
que es la Constitución de la República. 


La Constitución de la República es muy clara en este tema, entre otras cosas, por los 
antecedentes que, desde el punto de vista del Derecho Comparado, respaldan la figura del fuero 
parlamentario. Sus orígenes fueron en 1830 contra las monarquías inglesa y francesa e, inclusive, 
contra el abuso de la autoridad. Son parte de una de las conquistas más importantes que la 
democracia ha logrado en el ámbito internacional, en el Derecho Comparado y en la historia de los 
derechos humanos porque, entre otras cosas, es la garantía que posee el Legislador, más allá de las 
eventuales desviaciones que pueda tener, para manejarse con la debida objetividad y con la libertad 
suficiente como para no sentirse constreñido ni amedrentado por los Poderes que puedan existir, ya 
sea el Ejecutivo, el Legislativo o cualquier otro. Si no cuestionamos de forma adecuada la figura del 
fuero, puede dar lugar a que cada interpretación objetiva que hagamos, estemos confundiendo el 
alcance de la Constitución con la solidaridad que existe, que son parte de los aspectos objetivos que, 
por suerte, rigen en la relación entre los ciudadanos. 


Esta reflexión, señor Presidente, viene a cuento porque, en realidad, me parece que tenemos 
que circunscribirnmos a lo que dice la Constitución de la República. El señor Senador Moreira hizo 
referencia a las funciones que tiene el Senado. ¿Cuáles son? ¿La de Juez? Algunos sostienen que sí, 
pero el propio doctor Justino Jiménez de Aréchaga, con una precisión muy clara, dijo que, si bien no es 
una autoridad que ejerce administración de justicia, el Senado actúa con independencia de criterio para 
defender al ciudadano o al Legislador de forma tal que no existan interferencias desde afuera por más 
que sean requerimientos del ámbito del Poder Judicial. Este es un tema muy importante y no es nuevo. 
Tengo temor a que, frente a una solicitud de desafuero, y nada menos que en el ámbito de la injuria o 
de la difamación que corresponde a la Ley N* 16.099, de Comunicaciones e Informaciones, de prensa, 
se puedan agregar, además, a las garantías que disponen los artículos de la Constitución de la 
República, y en particular el 112 que sustituye este tema, algunas opiniones o distintas versiones que 
puedan ser interpretadas en forma diferente por los destinatarios de esas opiniones. Esto es muy claro 
-creo que cada uno tiene derecho- y, en ese sentido, el Vicepresidente de la República es el que mide 
su propio sentido de sensibilidad y es el que puede apreciar hasta dónde llegan las opiniones, la forma 
o el límite en que le parece que su honor ha sido lesionado. 


Más allá de esos aspectos tenemos que manejarnos con un criterio muy objetivo o fuerte en 
materia de lo que es la defensa de los fueros parlamentarios. Es decir, aquí estamos hablando, por un 
lado, del artículo 112 y, por otro, de la aplicación del 114, donde la Cámara decide si hay lugar o no a la 
formación de causa, que es parte de una competencia casi exclusiva que tiene el Senado, sin perjuicio 
de la opinión que pueda sostener el Juez. Me adelanto a decir que él ha incurrido en una ligereza 
desde el punto de vista judicial que no comparto, lo que no quiere decir que pueda respetar en su 
fundamento. Tampoco comparto -como tantas veces- las expresiones del Fiscal Fernández Dovat en 
muchos aspectos, y quienes andamos por el mundo con esta profesión, sabemos hasta qué punto 


podemos compartir o no la opinión de la Fiscalía que, entre otras cosas, tiene la independencia de 
manejarse fuera de la órbita del Poder Judicial y ser asesor del Poder Ejecutivo. 


La solicitud que se hace da lugar a que tengamos que pronunciarnos si hay o no lugar a la 
formación de causa respecto del imputado y si se produce o no el desafuero que solicita el Juez, así 
como también aquellos aspectos que son muy importantes y que tienen una extremadísima 
sensibilidad. Obviamente que uno de ellos refiere a la vida privada de las personas y, en esto, 
comparto y me afilio a cualquier tipo de reacción frente a lo que puede ser un manejo irresponsable y 
hasta gratuito respecto de cuáles son los límites con los que debemos manejarnos. También es cierto 
que en estos documentos que hemos manejado el propio Senador Lara Gilene ha incorporado, 
inclusive, una rectificación o, por lo menos, una aclaración del diario “El Observador”, donde no se 
refirió ni a la familia ni a sus hijos. Allí se expresa que la demanda por la pensión estaba relacionada 
con la ex esposa del Vicepresidente y no con sus hijos; ello demuestra que ni siquiera es una 
denuncia, sino un comentario que tampoco puede estar restringido, aunque es de tal naturaleza que no 
se pueda reflexionar sobre algunos aspectos. Pero dejemos este tema de lado porque el propio 
Senador Lara Gilene ha tratado de canalizar adecuadamente esos ajustes y correcciones, inclusive, 
aportando un video y algunas entrevistas que le hicieron en la prensa, en donde ha tratado de 
deslindar con claridad este tema. El problema más grave es el otro, el hecho de que haya una 
investigación administrativa. Incluso, creo que sería bueno que nosotros pudiéramos acceder a esa 
información, en el sentido de si culminó o no y no estemos como ahora en los vericuetos de una 
información subterránea donde algunos dicen que terminó, porque más allá de la exigencia de la 
preservación de las formas, lo que puedan saber dos personas, lo saben tres y lo que pueden saber 
tres, lo saben cuatro. Entonces, se crea aquel famoso compromiso de que el secreto no se pueda 
expandir a América Latina. De alguna forma, hoy estamos bajo ciertas informaciones subterráneas de 
las que parece que la investigación administrativa terminó y, en ese sentido, quisiera compartir con mis 
colegas Senadores si se terminó o no y si da lugar a un sumario administrativo o no. Este es un tema 
muy serio que no se puede calificar en cifras, pero un sumario administrativo o una investigación 
administrativa que, entre otras cosas, se ha determinado por las apreciaciones y opiniones que ha 
emitido un Legislador sobre la forma en que se administran los viáticos, de por sí supone que la 
sensibilidad del propio Senado tiene una correlación importante cuando dispone una investigación 
administrativa y cuando ésta -que establece un decreto que todos sabemos son las normas de la 
Cámara- termina en un sumario administrativo, con los distintos grados que pueda haber, o con el 
archivo de los expedientes diciendo que no hay lugar a otra instancia. Entonces, quiero saber en qué 
estado estamos, porque también debemos reconocer que más allá de los procedimientos por los que 
se obtiene determinada información, se ha dispuesto una investigación administrativa por parte del 
propio Vicepresidente de la República y del Secretario del Senado. A este respecto y con total 
franqueza, quiero decir que escuché en la radio al Secretario del Senado realizar manifestaciones que, 
en lo personal, creo que no fueron felices porque una investigación administrativa o un sumario 
administrativo deben manejarse con la debida reserva. Además, un jerarca de la importancia del 
Secretario del Senado no puede ir a un programa periodístico a emitir opiniones a medias, diciendo 
que sí, que no, que le parecía. El sistema no tiene los antecedentes -incluso, administrativos- para que 
se libere a un Secretario del Senado a emitir opiniones en medio de un procedimiento que está 
tratando de investigar si hay o no responsabilidad en un tema que obviamente se considera serio, 
porque el propio Cuerpo dispuso la apertura de la investigación. Entonces, quiero saber en qué termina 
este tema, porque tenemos que ver si la formación de causa que se le está pidiendo al señor Senador 
Lara Gilene es compatible o no con un sumario administrativo y si éste se define por la misma 
institución en la que el denunciado, es decir, el Vicepresidente de la República, está involucrado; es 
evidente que en la formación de causa sobre este hecho ha prevalecido más la preocupación del 
Vicepresidente de la República que la propia preocupación del Juez en cuanto a que los hechos 
ameritan una averiguación para determinar qué responsabilidades están en juego. 


Por otra parte, me parece que el tema de la formación de causa debe mirarse a la luz de 
viejos antecedentes sobre la manera en que funciona el tema del desafuero. Comprendo la posición 
que se sustenta y la susceptibilidad que pueden generar estos asuntos, pero no acepto que se diga 
que el Poder Judicial puede imponer criterios al Senado, porque no es así. En lo personal, tengo una 
experiencia que quiero compartir. 


En tiempos en que fui Secretario del Senado -tenía 25 ó 26 años- y Wilson Ferreira Aldunate 
y Washington Beltrán integraban el Cuerpo, se produjo la solicitud de desafuero del señor Senador 
Enrique Erro. En aquella oportunidad, tuve el privilegio de asesorar, junto al doctor Juan Andrés 


Ramírez -recién nos habíamos recibido- al doctor Washington Beltrán y estudiar con él el expediente, 
a fin de ver cuáles eran los alcances de la prueba. Puedo asegurar que -sin que todavía se hubiese 
roto la institucionalidad- la intención que existía, tanto de parte del Juez como de algún integrante del 
Poder Ejecutivo, era ir hacia el desafuero de un Senador a quien se acusaba de tener relaciones con 
un movimiento que, en aquel tiempo, desde el punto de vista jurídico, estaba institucionalizado con 
figuras delictivas establecidas en la Constitución de la República. Entonces, sería bueno leer la versión 
taquigráfica de la época, cuando el Senador Washington Beltrán votó en contra del desafuero, con una 
enorme convicción política sobre determinadas suposiciones que él podía tener, pero también con una 
gran honestidad intelectual en el sentido de saber que el fuero parlamentario prevalecía sobre la 
solicitud del Juez, porque no estaba creando las condiciones claras para que la formación de causa 
diera lugar. Como se sabe, aquellos eran tiempos turbulentos y difíciles para la República, ya que, 
entre otras cosas, esa solicitud de desafuero fue un elemento disparador de un efecto político. Por 
ejemplo, me consta que el propio general Álvarez escuchaba la discusión del Senado a través de una 
conexión del teléfono, a fin de saber cómo se comportaba cada uno de los Senadores y de qué forma 
los penalizaría después, cuando se concretara lo que, desgraciadamente para la República, se hizo 
realidad. 


Digo todo esto para que, más allá de esa sensibilidad a la que he hecho referencia, no sólo 
se aplique en forma estricta lo que establece la Constitución, sino que además se analicen aquellos 
aspectos que tampoco nos permiten hacer interpretaciones de esta naturaleza. Sin duda, el excesivo 
apego a las formas no puede llevarnos a no ejercitar nuestra capacidad de control. Personalmente, he 
visto a un Senador de la República y a un grupo político llevar a la Presidencia de la República un 
expediente en el que se hacían denuncias muy fuertes sobre Fulano, Mengano y Perengano, 
relacionadas con el ámbito de la propia Aduana. Cada uno va buscando los canales adecuados para 
encontrar las respuestas pertinentes, y lo que piensa debe ser una rectificación o un ajuste de las 
conductas que, en cierto sentido, se interpretan como que han sido desviadas. 


Obviamente, tampoco se trata de jugar al detective privado. Simplemente, cuando llegan 
algunas informaciones, deben manejarse. Si así no fuera, entonces Wilson Ferreira no podría haber 
interpelado al entonces Ministro Cersósimo, en base a las informaciones que tenía, o al propio Ministro 
Acosta y Lara, porque había encontrado la información por una vía lateral. Recordemos, incluso, la 
propia interpelación al Ministro Charlone, que dio lugar a su destitución, en ocasión de la famosa ley de 
nacionalización de la banca que provocó un crac bancario. 


Francamente, creo que debemos manejarnos con la debida justeza, en el sentido de que los 
fueros son el primer valor a custodiar, sin que esto signifique crear una impunidad absoluta, porque 
estamos regidos por la Constitución de la República. 


Además, hay hechos importantes y serios que están en el ámbito de la investigación. Si todo 
esto da lugar a un sumario administrativo, tengamos en cuenta que el propio decreto establece en qué 
condiciones puede instruirse un sumario. Eventualmente, a partir de éste podrá darse -o no- la 
suspensión de seis meses, por ejemplo, de los funcionarios involucrados. En cualquier caso, un 
sumario administrativo reclama responsabilidad de los actuantes, y ella involucra a todas las jerarquías 
del Senado de la República. Creo que aquí debemos dejar de lado la dignidad institucional, porque lo 
que está en juego -y en tela de juicio- es la conducta de las personas, tanto la del denunciante como la 
del denunciado. En este caso, en particular, se pide el desafuero del denunciante. 


SEÑOR GARGANO.- Por mi parte, estoy haciendo un esfuerzo por seguir la exposición del señor 
Senador Abreu. Creo que en la última parte de ella, el señor Senador vincula, une, liga absolutamente 
todo lo que puede ocurrir con una investigación administrativa sobre dos funcionarios -no sobre el 
Vicepresidente de la República- a lo que pide el Juez, es decir, que se estudie si se hace lugar a la 
solicitud de desafuero por difamación e injurias. Pero, a mi entender, son dos cosas distintas. De pronto 
compruebo que estos funcionarios hicieron mal uso de los viáticos, pero aquí no hay ningún documento 
ni acusación del señor Senador Lara Gilene que involucre al Vicepresidente de la República. Sin 
embargo, en la última parte de su exposición, el señor Senador Abreu señaló que sí lo estaba, en 
función de su responsabilidad jerárquica. Eso fue lo que entendí, pero, si se quiere, luego podemos 
revisar la versión taquigráfica. Pero me ha parecido entender -reitero- que él liga la investigación 
administrativa a la no aceptación del pedido de desafuero que hace el Juez. 


Coincido totalmente con el señor Senador en que el Senado no tiene por qué pasar por el 
tamiz de la Justicia. La vida de un país se rige por la existencia de las libertades y éstas están 
protegidas por las instituciones. En ese sentido, se ha otorgado el instrumento del fuero al Parlamento, 
pero no al Senador o al Diputado Fulano de Tal. Sin dudas, eso hay que protegerlo. Desde ese punto 
de vista, el Juez también puede equivocarse, porque aquí no hay nadie infalible. Tampoco estamos en 
condiciones de absolver a nadie en forma expresa antes de analizar, concretamente, qué fue lo que se 
hizo. 


En definitiva, quería remarcar que el señor Senador Abreu ha ligado la investigación 
administrativa con la responsabilidad del Vicepresidente de la República. En lo personal, considero que 
ello es erróneo, porque aquí no está planteado que el Vicepresidente de la República haya hecho mal 
uso de los viáticos, más allá de que en la acusación que hace el señor Senador Lara Gilene se dice 
públicamente que se gasta mal la plata en viajes al exterior mientras se machetea para el propio 
Parlamento. 


SEÑOR ABREU..- Pienso que es muy útil el aporte que hace el Senador Gargano, sobre todo en lo que 
tiene que ver con la ratificación de la importancia de los fueros parlamentarios, en lo que creo que 
coincidimos todos; pero también es cierto que no estamos hablando de responsabilidades a imputar en 
el ámbito de la jerarquía. El señor Vicepresidente de la República puede estar relacionado o no, pero sí 
está vinculado por razones de jerarquía, entre otras cosas porque en los hechos hay una investigación 
administrativa sobre una misión oficial con la que él estaba relacionado. Con eso no estamos diciendo 
absolutamente nada; pero cuando se realizan este tipo de denuncias y además se cita al órgano 
administrativo para hacer una investigación, es porque el Secretario del Senado, dependiente en forma 
jerárquica del Vicepresidente de la República -y no se podrá decir que lo hizo sin su conocimiento- la 
dispuso. Que esa investigación administrativa se realice -termine o no en un sumario administrativo- es 
razón mayor para tener mucho más cuidado en el manejo de los fueros parlamentarios frente a la 
solicitud del Juez. 


SEÑOR MICHELINI.- El razonamiento que hace el Senador Abreu confirma lo que pienso. Si la 
denuncia que hace el Senador Lara Gilene es antes de que viaje el propio Presidente del Senado, me 
preguntó cómo sabía lo de los funcionarios. Además, si un funcionario viajó antes y ya se encontraba 
en una situación irregular, el Senador Lara Gilene tenía la obligación de hacer saber de la misma al 
Vicepresidente de la República. Si tenía conciencia de que había irregularidades debía avisar al 
Vicepresidente, y si no era consciente de la existencia de irregularidades, no podía suponer la 
responsabilidad del Vicepresidente, que todavía no había viajado. Esto, en mi opinión, demuestra la 
intencionalidad de difamar. 


Pienso que no se debe quitar ninguna responsabilidad al Vicepresidente de la República, pero 
tampoco se le debe quitar responsabilidad al Senador Lara Gilene. Si a partir de la investigación 
administrativa se demuestra que el Vicepresidente tiene responsabilidad, la tendrá, pero lo que me 
pregunto es cómo sabía el Senador Lara Gilene lo que iba a suceder. Entonces, que no se le quite 
responsabilidad, porque esa es la razón por la cual esta Comisión se está reuniendo. Esta Comisión no 
está sesionando por la investigación administrativa, sino por el pedido del Juez. Si se quiere citar a 
alguien a esta Comisión por las responsabilidades que le pudieran caber al Vicepresidente de la 
República, no tengo inconveniente en discutirlo, pero lo que estamos tratando ahora tiene que ver con 
las responsabilidades que puede tener el Senador Lara Gilene. 


SEÑOR ABREU.- Lo que aporta el Senador Michelini es lógico de acuerdo con la manera en que él 
está analizando el tema. Nuestra preocupación tiene que ver con cómo interpretamos nosotros el 
alcance de los fueros parlamentarios y hasta qué punto el Juez puede llegar a determinado nivel de 
convicción, que no es el que tenemos nosotros. 


No sé si el problema tiene que ver con un antes o un después. En lo personal, creo que el 
hecho objetivo no es lo que debió haber hecho Fulano, Mengano o Perengano, porque con ese criterio 
podría preguntarme cómo es posible que, producida una investigación, si se confirma un sumario 
administrativo, no se detenga en el camino y no se vaya a la cadena de responsabilidades. Al respecto, 
haría hincapié en un aspecto en especial, que es que existe una investigación administrativa sobre 


hechos serios y graves que pueden dar lugar -o no; eso todavía no lo sabemos- a un sumario 
administrativo. 


También es cierto que si se dio lugar a la investigación administrativa no fue por el celo interno 
del Senado, sino por una denuncia realizada por el Senador Lara Gilene, más allá de que se 
compartan o no los estilos para proceder. Entonces, se recoge la denuncia del Senador, se hace la 
investigación, y aquí estamos. Con ese sistema o procedimiento de investigación administrativa, 
veremos si se hace lugar o no a un sumario, pero no nos engañemos, porque todos sabemos que en 
este caso el sumario está en la puerta, y si no comenzamos a sincerarnos, estamos todos locos. No se 
trata de que “porque me lo dijo Fulano voy a tocar el timbre”. No es así. Lo que ocurre es que el rumor 
funciona, y si ello se aplica para un Senador, debe ocurrir lo propio con los treinta integrantes del 
Cuerpo. 


Entonces, desde mi punto de vista, tenemos que determinar cómo vamos a pronunciarnos 
sobre una solicitud de desafuero diciendo que ha lugar la causa, cuando uno de los temas más 
importantes, casi centrales de esta denuncia, está siendo investigado y tal vez sea sometido a 
sumarios administrativos por parte de la Casa. No tiene sentido. ¿Qué vamos a hacer? ¿Acaso vamos 
a desaforar al señor Senador Lara Gilene para que se lo investigue por sus dichos, cuando 
simultáneamente, por los mismos hechos que él denunció, el sumario administrativo puede determinar 
responsabilidad -por fraude, delitos o lo que fuere- de la gente involucrada en el tema? No 
necesariamente tiene que ser el Vicepresidente de la República, pero los hechos denunciados, están. 


No se puede decir que la forma en que se ha obtenido esta información está alterando la 
transparencia de los procedimientos. Creo que se está apurando este tema, y para mí es muy 
importante rescatar lo relativo a los fueros; debemos ser muy estrictos -como lo hemos sido con 
otros señores Senadores- en la aplicación y en la interpretación, más aun teniendo en cuenta que el 
Juez ingresa por los artículos 33 y 37 de la Ley N* 16.099. 


Repito que, a mi juicio, no deberíamos apurar este tema; sería conveniente esperar a que 
finalice la investigación administrativa y, entonces, saber si se inicia o no el sumario. Más allá de las 
sensibilidades que están en juego y de lo que uno comparte e incluso entiende, se debe tener presente 
que estamos en un ámbito en el que debemos interpretar de forma estricta la Constitución de la 
República, tomando los antecedentes que hemos manejado, que no son poca cosa y no se han traído 
a colación simplemente por casualidad. La elasticidad que a veces se tiene con algunos temas 
cercanos es lo que termina siendo más pernicioso, sobre todo cuando es utilizada por quienes no son 
los más cercanos. 


SEÑOR GARGANO.- Quisiera hacer una reflexión en voz alta. 


Me parece que es muy importante que se lleve a cabo la investigación administrativa hasta 
los niveles que correspondan, y que si se determinan responsabilidades -cualesquiera fueran- nos 
ajustemos a la conclusión; pero también hay que ver cómo se lleva a cabo dicha investigación, porque 
hay que estudiarlo y, entre otras cosas, ver quién la hizo. 


SEÑOR ABREU.- Pero por canales formales. 


SEÑOR GARGANO.- Por supuesto que por los canales formales, porque hasta ahora no sé nada. 
Tengo puesta una “cortina antirrumores” en mi despacho. 


Sin embargo, voy a decir con absoluta sinceridad -se me podrá creer o no- que no se puede 
largar al voleo que Fulano incurrió en un malgasto de los dineros públicos, porque esa persona tiene 
familia, mujer, hijos, hermanos y parientes que leen los diarios y escuchan radio. Los hechos deben 
tener cierto grado de formalidad. En este sentido, me parece importante la forma que reclamaba el 
señor Senador. Si efectivamente una persona llegó a la conclusión de que determinados hechos son 
ilícitos y demás, no cabe la menor duda de que debe denunciarlos, pero manejar nombres de 
personas, como aquí ha ocurrido, es algo que no se puede aceptar. Luego, las declaraciones 
realizadas sobre que los hechos no sucedieron así y que no existió responsabilidad porque en la 


investigación administrativa no se arribó a conclusión alguna, no serán leídas por el ciudadano común 
porque, en general, este tipo de información no se difunde. 


Por lo tanto, considero que las formas tienen mucho que ver. De todas maneras, creo que 
habría que separar la investigación administrativa de lo que el Juez nos solicita, que es el desafuero 
por difamación e injurias, que está fundado. Estas son dos etapas distintas que se siguen en dos 
tiempos: uno de ellos es éste, el que estamos discutiendo en el día de hoy, y el otro tendrá lugar 
cuando conozcamos el resultado de la investigación administrativa. Realmente, no sé si le compete a 
esta Comisión o a la Comisión de Asuntos Administrativos expedirse sobre el tema, pero vuelvo a decir 
que se trata de dos cosas distintas a las que hay que prestar mucha atención. 


SEÑOR ABREU..- Simplemente, quiero decir que me hago cargo de la preocupación del señor Senador 
Gargano con quien, por suerte, podemos coincidir -aunque sea a veces en dimensiones y en tiempos 
distintos- sobre la necesidad de cuidar la imagen de las personas. Lo digo no sólo por él, sino por 
todos, porque siempre cargamos sobre nuestras mochilas a más de un irresponsable en nuestras filas 
políticas que ha jugado con el honor de los demás. 


Por otra parte, quiero precisar el tema relativo a la investigación y al sumario administrativo. 
La investigación administrativa se realiza cuando hay determinados indicios de que existe una falta 
administrativa y culmina con una decisión en la instauración o no de un sumario. Ahora bien, lo que 
realmente tenemos que analizar es si esta investigación administrativa termina en un decreto en el que 
se establece que procede el sumario administrativo. Si esto es así, no veo en qué condiciones 
podemos separar un tema del otro. En este sentido, no podemos decir que las conductas que se 
denuncian están sujetas a un sumario administrativo, pero el denunciante, nada menos que en ejercicio 
de sus fueros, ha lugar a causa de él para que sea desaforado y sea puesto a disposición de la 
Justicia. Esto sería como consecuencia de un delito de prensa, un delito distinto que, además, como se 
sabe, en el mismo acto de la audiencia se realiza o no el procesamiento. 


Es bien sabido que la vida da muchas vueltas y los gobiernos cambian; en lo personal, quiero 
decir que me gustaría tener siempre el mismo criterio. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- No voy a entrar a analizar algunas cuestiones jurídicas porque aquí hay 
varios abogados, pero sí quiero realizar una observación política con relación a este tema. Es evidente 
que acá hay una grave ofensa contra el Vicepresidente de la República, no sólo por lo que se 
mencionó referido a la mentira en torno a la pensión alimentaria, sino por las declaraciones que, si las 
leemos con atención, advertiremos que dan lugar a muchas suposiciones. Cuando uno empieza con 
esa técnica de decir algo para que se suponga otra cosa, se manifiesta una clara ofensa sobre la otra 
persona. Por ejemplo, en una parte de estas declaraciones se dice: “lvonne Lima renunció a su cargo 
como Edila de Cerro Largo por diferencias con la conducción nacional de la lista 738”. ¿Qué está 
sugiriendo aquí el señor Senador Lara Gilene para un lector desprevenido? Pero más adelante dice 
que esas situaciones, sumadas a la declinación de su precandidatura presidencial, le han hecho 
desinteresarse de los temas políticos -que al Vicepresidente de la República, que conduce la Cámara y 
la Asamblea General y que todavía tiene un año de mandato por delante, se le acuse de 
desinteresarse de los temas políticos, es gravísimo- y adoptar decisiones que tienen un alto costo. 
Agrega que “tiró la toalla” y ahora hace y dice lo que quiere. Esto es tan grave como lo de la pensión 
alimentaria, porque la responsabilidad del Vicepresidente es conducir la discusión política de esta 
Cámara y de la Asamblea General y estar realmente implicado en los temas políticos. 


Entonces, creo que se mezclan una serie de cosas -me voy a permitir la licencia de tildarlas 
de conventillo- y esto es algo que no está en la política uruguaya. Lo hemos visto en otros países, pero 
en la política uruguaya, en general -y creo que es un mérito- se ha cuidado bastante, ya que 
prácticamente no existe. En definitiva, se mezcla ese tema con el del monto del gasto de un viaje, y 
creo que aquí hay una ofensa. De manera que el ofendido tiene todo el derecho de defenderse, porque 
si el ofendido -que representa la investidura que tiene- no se defiende, está avalando, de algún modo, 
todo este “disparatario”. Después se dirá que no es tan así y que las comillas las puso el articulista, 
etcétera. Podrá ser; no lo sé. Pero una vez que se dice una cosa de estas, es muy difícil la reversión. 
Ya va dejando una situación sobre la realidad. 


Hallo muy grave este episodio y creo que el proceder del señor Senador Lara Gilene justifica 
que el señor Vicepresidente de la República se sienta difamado. Creo que está plenamente justificado 
y me parece que el Juez, cuando manda el pedido de desafuero con ese artículo, está razonando 
sobre esto mismo. 


Hay otro tema sobre el que, sin entrar en la discusión, quiero dejar una constancia: muy 
distinto fue el escenario del desafuero del Senador Erro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Abreu está proponiendo -si la Presidencia interpreta bien- 
que, antes de pronunciarnos, obtengamos la información sobre la resultancia de la investigación 
administrativa referida a los asuntos involucrados en el tema de la denuncia. No es que un 
procedimiento esté subordinado al otro; lo que pasa es que tampoco es indiferente a los efectos de 
calificar la intención. Es decir: en todo delito es fundamental la intención, y en el de difamación e 
injurias quizás más que en ninguno. Si las denuncias, ciertas o presuntas, o las afirmaciones del señor 
Senador Lara Gilene con relación a estos episodios son ciertas, es una cosa; si no son ciertas, es otra 
cosa en cuanto a la calificación de la intención, porque en ese caso, realmente, estaríamos ante una 
difamación irresponsable. Ahora bien, si son ciertas, estamos en otro territorio. Es por eso que en los 
juicios de difamación está la llamada excepción de verdad, es decir, la posibilidad de probar que es 
cierto el hecho objeto de la presunta difamación o injuria. Es decir que es difamación o injuria, en la 
medida en que lo sea. Por lo tanto, no es un hecho indiferente; parece que esto tiene algún sentido. 


Comprendo que los señores Senadores correligionarios del Vicepresidente estén 
preocupados por esta situación; yo también lo estoy porque son dos Senadores que aprecio y en el 
caso de nuestro Presidente es, además, el Vicepresidente de la República, valor a cuidar 
institucionalmente. De modo que, en lo personal, quiero ser muy cuidadoso en todo lo que se haga y 
diga. También es verdad que en el terreno de los hechos públicos -que es lo que importa- la situación 
del Vicepresidente no está involucrada en lo personal porque no sólo lo dijo acá, sino en un medio de 
prensa y lo comprobé. De modo que lo personal no está en juego. 


Hace unos días leí declaraciones públicas del señor Senador Michelini que decía que, desde 
ese punto de vista, el señor Senador Lara Gilene en su declaración había deslindado lo que podían 
ser responsabilidades morales del Vicepresidente por cuanto, en el primer caso, decía que él no había 
hecho nunca esa presunta denuncia ni la sostenía y, en el segundo caso, atribuía una responsabilidad 
personal de las conductas presuntamente irregulares a los funcionarios; lo otro serán 
responsabilidades administrativas de otra naturaleza, pero no morales. 


Creo que una semana más o una semana menos dedicados a la búsqueda de estos 
elementos, a mi juicio, honestamente, no hace a la cuestión; lo digo con toda sinceridad. Me parece 
que no es lo mismo alguien que dice algo de una irresponsabilidad absoluta, sin el menor asidero, que 
el que tomó una serie de hechos ciertos y los empleó bien o mal desde el punto de vista público. No es 
lo mismo, no lo es moralmente ni jurídicamente. Me parece que este es un hecho importante. 
Además, nunca se ha aclarado otro tema que es muy importante desde el punto de vista jurídico. El 
artículo 114 de la Constitución de la República dice que el Legislador quedará suspendido. Esta es una 
expresión equivoca porque suspender no es remover, cesar o revocar el mandato. Por definición, la 
suspensión es un hecho transitorio que nunca ha sido demasiado aclarado, en realidad, ha quedado en 
una nebulosa interpretativa. No es lo mismo que le digamos al señor Senador Lara Gilene: “Señor, 
usted tiene suspendido el fuero hasta que el Juez falle”, que decirle: “Usted perdió su banca, y hasta 
más ver”. Repito, no es lo mismo; sobre esto no tenemos un pronunciamiento definitivo porque no lo ha 
habido. Este tema, incluso, lo discutimos en oportunidad de la situación referida al señor Senador 
Michelini, pero quedó ahí. Está claro que no es lo mismo una cosa que la otra y eso pesa. Por lo 
menos a mí me pesa, porque podemos estar descalificando para siempre a un Senador que de pronto 
mañana sale indemne de la situación judicial y, sin embargo, le habríamos quitado el fuero a él y el 
voto a las sesenta mil o setenta mil voluntades de los ciudadanos que lo llevaron al cargo; lo que no 
deja de ser importante. Estas son consideraciones que hago sobre la gravedad de esta situación, 
máxime tratándose de dos personas que integran este Cuerpo. No es lo mismo. En la vida pública 
todos hemos estado sujetos a todo tipo de acusaciones, difamaciones e insultos y uno califica la 
responsabilidad de quien lo hace, porque cuando uno cree que se es irresponsable, no lo hace. Por 
eso entiendo y comprendo la sensibilidad del Vicepresidente cuando hace una denuncia. Es más, la 
explico, la justifico, porque la atribución de esos hechos no es asunto baladí. Tampoco dejo de 


considerar lo otro, la parte más grave, que claramente hubiera sido una difamación no sólo porque 
refiere a hechos personales, sino porque son inciertos, donde no hay duda de que habría una injuria, 
es decir, la atribución de un hecho falso. Indudablemente, esto hubiera sido una calificación clara de 
injuria. 


Volviendo al comienzo del tema, el tener, antes de pronunciarnos, idea sobre si todos estos 
hechos eran verosímiles o sólo una afirmación irresponsable, en lo personal, me pesa. De paso, 
también quiero decir que, más allá de los métodos para la obtención de la prueba, el Código tiene 
criterios al respecto: una cosa es la prueba ilícita y otra, la prueba lícita. En principio, esto no es una 
prueba ilícita porque ningún expediente administrativo es secreto salvo que la ley lo diga 
expresamente, y no me parece que este sea el caso. De todos modos, este es un debate lateral que 
voy a dejar por acá. 


SEÑOR MICHELINI.- Desde mi punto de vista, creo que lo que planteó el señor Presidente merece 
una precisión. 


Entiendo que haya Senadores que piensen que amerita levantar los fueros -como quien 
habla- y otros que digan que no lo amerita. Puedo entenderlo porque debato, discuto con pasión, pero 
lo entiendo porque soy de los que son muy celosos de los fueros. También puedo entender que alguien 
me diga que hay que levantar los fueros pero no en forma permanente sino para determinada 
instancia, hasta que el Juez se expida; en fin, todo el abanico de posibilidades que hay. Lo entiendo; 
puedo estar de acuerdo o no, así como también con respecto a la resolución que tome el Senado. 
Hasta ahí, no tengo objeción. Sin embargo, objeto que se diga que hay que ver si hay difamación o 
injuria -es decir, si se actuó con irresponsabilidad o no- y que, por lo tanto, vamos a esperar a los 
antecedentes de la investigación administrativa. Voy a razonar en voz alta para que los demás señores 
Senadores se pongan en nuestro lugar, aunque aclaro que no es una crítica. Después de que el señor 
Senador Lara Gilene asistiera a esta Comisión -independientemente de que nosotros creemos que hizo 
una difamación- y dijera que esto no afectaba al Vicepresidente de la República, yo no puedo esperar a 
que se nos diga si fue responsable o no. Puedo aceptar que se nos diga que no vamos a aprobar el 
levantamiento de los fueros porque somos muy celosos de ellos, o que este es un tema que puede 
estar mezclándose con los dichos, etcétera. Puedo aceptar esas argumentaciones, pero lo que me 
resulta inaceptable es que se salga a decir que la Comisión no tomó resolución porque - 
independientemente de aquellos que estamos convencidos de que hay que levantar los fueros, como 
de los que no lo están- hay algunos que entienden que hay que ver si en la posible difamación se actuó 
O no con irresponsabilidad; y como hay una investigación administrativa que después puede devenir en 
un sumario, ahí se determinará si había cierto fundamento o no, después que el propio Senador Lara 
Gilene señaló que esto no rozaba al Vicepresidente de la República. Me parece que esta Comisión 
debe expedirse en el día de hoy si es que hay mérito. Si no lo hay y -como creo- no van a estar los 
votos suficientes para ello, perderemos. Incluso, si alguien me dice que se va a esperar una semana 
para redactar el levantamiento de fueros acotado en el tiempo, no tengo problema. Ahora bien, esperar 
la decisión de esta Comisión para ver si hay mérito o no en la investigación administrativa, no me 
parece bien. Sinceramente, no considero adecuado exponer al Vicepresidente de la República, luego 
de que hace una semana se dijo que esto no lo rozaba en nada, porque ahora puede ocurrir que sí lo 
roce. Prefiero perder en el Senado y adelanto que respeto a quienes entienden que no hay que 
levantar los fueros, porque se trata de un tema que a todos nos genera mucha sensibilidad. En 
realidad, no podemos aceptar que se diga que se está esperando a ver qué resultados da la 
investigación administrativa. Pienso que el Senado debe decidir esta cuestión y, en lo personal, me 
quedo con las palabras del Senador Lara Gilene, que dijo que esto no roza en nada al Vicepresidente 
de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una aclaración acerca de mi propio pensamiento, en el sentido 
de que no estoy subordinado a una resolución u otra, y que tampoco la estoy esperando. Simplemente 
quiero saber qué elementos probatorios -como lo son estos diarios que hemos traído a esta Comisión- 
existen para explicar la difamación. Reitero: quiero saber si hay o no elementos probatorios, porque 
eso es muy importante en virtud de que lo que debemos resolver es si hay lugar a la formación de 
causa. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me anoté para hacer uso de la palabra luego de que lo hiciera el señor 
Senador Abreu, para manifestarme en el mismo sentido que lo que acaba de decir el señor Senador 


Michelini, ya que estamos tratando un aspecto sobre el que pregunté directamente al señor Senador 
Lara Gilene. La situación de abuso en cuanto a la cantidad de funcionarios y el monto de los viáticos es 
en lo que el señor Senador basa su argumentación, pero entiendo que se trata de una apreciación 
política. Creo que todos queremos saber si está justificado que efectivamente sea un abuso llevar a 
tres funcionarios y que también lo sea el monto de los viáticos. Eso constará en la investigación 
administrativa, en los datos aportados y en las explicaciones que se den. Sin embargo, lo que hayan 
hecho los funcionarios con los viáticos que se les dieron es una responsabilidad de esos funcionarios y 
después veremos si ello amerita que se tome alguna medida. Pero insisto en que aquí existe una 
apreciación que se basa en una interpretación política cuando se cuestiona el hecho de que el 
Vicepresidente necesitara tres funcionarios para que lo acompañaran, y además cuánto dinero por 
viáticos necesitaba en función del destino y de la duración del viaje. Quiero recordar que a nadie se le 
pide que diga qué hizo con el dinero de los viáticos, si se guardó la plata, se compró ropa o en qué 
lugar comió. Reitero que esto es con relación a los funcionarios que viajan con nosotros en las 
misiones oficiales. Por lo tanto, me parece que es otra cosa lo que tenemos que decidir y sí admito que 
todos queremos saber qué ocurrió efectivamente, porque se han hecho denuncias y entendemos que 
las responsabilidades deben quedar claras, en primer lugar, con respecto a los funcionarios 
administrativos y no con relación al Vicepresidente de la República. 


SEÑOR ABREU.- No tengo ningún problema en buscar el mejor camino para que se puedan 
desarrollar los hechos e, incluso, juzgar las responsabilidades. Tampoco puedo desconocer la 
predeterminación que puede existir en cuanto a mayorías y minorías sobre este tema, más allá de las 
convicciones. No vamos a remar contra la corriente, porque ya sabemos cómo se manejan estos 
temas. Ahora bien, sí puedo decir que el tema de la investigación administrativa está directamente 
relacionado con muchas de las denuncias. Lo que no podemos hacer en la Comisión, sin ver el 
expediente, es deslindar cuál fue la falta administrativa o cuáles fueron, en todo caso, los abusos que, 
por otra parte, no existen en el ámbito administrativo. En todo caso, el sumario -si es que finalmente se 
instruye- arrojará las conclusiones en ese sentido. Lo que sostengo es que como los hechos están muy 
vinculados, tal como bien ha dicho el señor Presidente, este es un tema que ayuda a la búsqueda de la 
verdad material. Desde ese punto de vista, está directamente vinculado con la posibilidad de la 
formación de causa, o no, tal como establece la Constitución de la República. 


Sin perjuicio de ello, señor Presidente, no tengo inconveniente en pasar la resolución al 
Plenario porque, incluso, es allí donde debe definirse. Eso sí; me gustaría que con la misma celeridad 
que el Secretario del Senado fue a la radio “El Espectador”, nos digan cómo terminó la investigación 
administrativa. 


SEÑOR GARGANO.- Quiero decir, en torno a las conclusiones a las que debemos arribar, que me 
parece importante que el tema se dilucide lo antes posible, que no siga estando en una situación de 
indefinición permanente porque hablamos de algunos hechos que afectan a la Institución. Por lo tanto, 
lo más rápidamente posible, hay que tomar una decisión. 


Comparto lo manifestado por el señor Senador Michelini en cuanto a que si hay un conjunto 
de Senadores que no están dispuestos a valorar esto como un hecho que dé mérito al levantamiento 
de los fueros, perderemos y se acabó. Sin embargo, creo que nuestra fuerza política, el Frente Amplio, 
debería informar al Senado que respalda la idoneidad moral y política del Vicepresidente de la 
República y que entiende que han sido manejadas con ligereza las acusaciones públicas que se 
hicieron. Esto lo podemos manifestar aquí y también lo diremos el próximo martes en el Senado de la 
República. En definitiva, si no alcanzan los votos, no habrá levantamiento de fueros y las cosas 
quedarán en esta situación. Esto es lo que quería decir a propósito del tema de fondo. 


En lo que tiene que ver con la investigación administrativa, debemos esperar que concluya, 
pero luego veremos cómo se hizo, quiénes intervinieron en el tema de las facturas porque eso también 
me importa. Del mismo modo, voy a tomar con seriedad  -de pronto él no lo hizo con la seriedad que 
yo le atribuyo- lo que manifestó el señor Senador Lara Gilene en cuanto a que si se comprueba que 
algo de lo que sostuvo es falso, va a renunciar. En ese caso, no habrá necesidad de levantar los fueros 
porque él dijo que si había una sola cosa que fuera falsa, se iba del Senado. Le tomo la palabra. En el 
caso de que todo sea cierto, permanecerá en el Cuerpo, como es lógico. 


SEÑOR GALLINAL.- Tal como se ha expresado en algún momento de esta discusión, creo que 
estamos ante una situación atípica en materia de fueros. Esto involucra a dos integrantes del Cuerpo y, 
en consecuencia, genera una suerte de solidaridades que uno debe saber entender, aunque no se 
compartan. Todos sabemos en qué consisten las solidaridades: en estar al lado del compañero en las 
buenas y en las malas, y mucho más en las malas, porque estar en las buenas es muy simple. Y si se 
trata de situaciones malas, siempre son delicadas. 


El problema -que fue expresado muy claramente por el Senador- es que, además de las 
solidaridades de carácter político o que derivan de una relación de amistad que siempre se generan 
dentro del Cuerpo y no necesariamente entre personas que pertenezcan a la misma colectividad 
política, existe una Constitución de la República que regula todo el proceso de desafuero. 
Probablemente esta herramienta, en principio, no fue pensada para una situación de estas 
características, donde se ven enfrentados dos integrantes del Cuerpo, sino para defender a la 
Institución Poder Legislativo frente a ataques provenientes de afuera. Por esa razón, pienso que 
cuando se toma una decisión en estos casos hay que tener mucho cuidado, porque después esos 
precedentes pueden pesar a la hora de tomar otras definiciones. Pienso que este tema no se va a 
agotar acá, pues podrá haber otros desafueros -ojalá que no- y otros ataques contra el Poder 
Legislativo o la propia libertad de expresión. Entonces, se hace necesario interpretar con la mayor 
rigurosidad posible lo que dispone el texto constitucional. Esa rigurosidad no significa siempre 
privilegiar al Legislador, sino buscar un equilibrio en función del cual se proteja la libertad de expresión 
y la posibilidad de que cada Legislador pueda opinar, expresarse y avanzar hasta donde en una 
democracia se cree conveniente hacerlo. A su vez, dicho equilibrio significa proteger el fuero de 
manera tal que en función del mismo no se cometan abusos. Este es el espíritu con el que yo llego a 
una definición de estas características. 


Tengo la impresión -en realidad, es casi una convicción, aunque quizás esté equivocado- de 
que el Frente Amplio se plantea que, dado que le han pegado duramente a Nin y llega un pedido de 
desafuero contra Lara, que es quien más lo ha cuestionado, si vota en contra del desafuero no expresa 
ninguna solidaridad con su compañero. Por tanto, la fuerza política de Gobierno piensa que debe votar 
a favor del desafuero. Pero sucede que en el medio queda el texto constitucional. En lo personal, 
comprendería que el Frente Amplio hiciera una declaración política expresando su solidaridad, en el 
convencimiento de que hay que expresarla y porque entiende que actuó correctamente. Pero me 
parece que al ingresar en este ámbito corremos el peligro sobre el que estoy advirtiendo. 


También tengo la impresión de que el Frente Amplio va a votar a favor del desafuero mucho 
más por solidaridad con Nin que por creer efectivamente que el Senador Lara Gilene merece ser 
desaforado. 


En lo que concierne al mencionado señor Senador, digo lo siguiente. En caso de 
comprobarse que todas las denuncias formuladas no son ciertas y que no pasó nada de lo que allí se 
establece, el propio Lara expresó -tal como recién mencionaba el Senador Gargano- que renunciaría a 
su banca y se haría responsable. Ahora bien, supongamos que se comprobara la veracidad de las 
denuncias hechas respecto a los viáticos, a los hoteles y a los días de permanencia. ¿Acaso el señor 
Senador Lara Gilene no tiene derecho a creer y a expresar que el Vicepresidente de la República es 
responsable de esa situación? De pronto su conclusión es equivocada, porque puede no ser 
responsable, aun cuando se comprobara todo lo que allí surge, pero, ¿no tiene derecho a pensarlo y a 
expresarlo? Si no lo tiene, debemos entender que no estamos viviendo en un régimen de libertades. 
¿Su conclusión es equivocada? Quizás lo es, o de pronto no, pero tiene derecho a creerlo. Entonces, 
en función de ello no podemos votar un desafuero. De esa manera, adelanto mi fundamento de voto en 
el sentido de que, a mi juicio, en este caso no corresponde aprobarlo contra la persona del señor 
Senador Lara Gilene por los elementos que tenemos sobre la mesa. 


SEÑOR MICHELINI.- He escuchado con mucha atención lo que ha dicho el señor Senador Gallinal. Si 
su razonamiento fuera verdadero y si, a cada paso, tuviera todo el asidero que él menciona, no me 
preocuparía trasmitir que a su hora las solidaridades pesan, como debe ocurrir -todos nos conocemos- 
con el señor Senador Lara Gilene de parte de sus correligionarios. 


No obstante ello, quiero dejar constancia de que, por lo menos en lo que a mí respecta -y 
seguramente este será el sentir de varios, si no de todos los integrantes del Frente Amplio en este 
ámbito- pesa la íntima convicción de que todo esto se produce a partir de un celo de parte del 
Vicepresidente de la República en cuanto a aquellos que viajan con viáticos -Senadores y Senadoras- 
de la Cámara de Senadores. Su estricto celo determinó que en varios casos de viajes que hacían 
diferentes Senadores, él les expresara que esos viáticos no correspondían. Obviamente, a partir de 
esos hechos, se plantearon algunas de estas intencionalidades. 


Si en este caso hubiera alguna satisfacción al Vicepresidente de la República, que 
determinara que ha actuado ajustado a derecho y en defensa de los dineros públicos -como vamos a 
actuar en defensa y cuidado de los dineros públicos también en la investigación administrativa y el 
sumario, si correspondiese- es obvio que nadie quiere andar votando levantamiento de fueros todos los 
días. Pero en este caso ocurre que en nuestro fuero íntimo estamos convencidos de que ha habido una 
intencionalidad frente a ese celo del Vicepresidente de la República de no habilitar viáticos cuando no 
corresponde. Entonces, se presentaron estas circunstancias y cuando se genera una situación de 
injusticia, y tan enorme como la que creo se está cometiendo contra el Vicepresidente de la República, 
es obvio que vamos a estar con esa persona. 


Simplemente, quería dejar esa constancia. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo alguna duda sobre cuál sería el mejor camino a seguir en este caso, sobre 
todo teniendo en cuenta la delicadeza de esta situación que, como se ha dicho reiteradamente, para 
ninguno de nosotros resulta cómoda. Al margen de que existan solidaridades desde el punto de vista 
personal, creo que en nosotros debe pesar el criterio de análisis del texto constitucional. En lo 
personal, he llegado a la conclusión de que no se puede acceder al desafuero en función de la claridad 
del texto constitucional, porque entiendo que no existen elementos de juicio suficientes que den lugar a 
la formación de causa. En ese sentido, pues, no creo que el Juez haya analizado en profundidad este 
tema, porque lo único que se dice es “cítese a la audiencia” y no surge ningún otro elemento; a mi 
entender, tampoco debería haberlo por el tipo de procedimiento de que se trata. 


Teniendo en cuenta los antecedentes que existen en esta materia -son pocos los que yo 
conozco- quiero decir que para el único caso de desafuero que analizamos en profundidad, solicitamos 
de la sede todos los elementos de prueba y de convicción de que pudiera disponerse. Recuerden los 
señores Senadores que en esa oportunidad fueron varias las piezas que analizamos en profundidad y 
con detención y, en función de los elementos de convicción de que disponíamos, elaboramos tres 
informes diferentes. En este caso, simplemente contamos con dos ejemplares de periódicos, una 
aclaración y algunas fotocopias. A mí, como abogado, no me basta ese material, porque de acuerdo 
con mis elementos de convicción, tendría que dar por buenas las fotocopias que obran en nuestro 
poder, y aunque ellas fueran auténticas -seguramente deben serlo- a mi juicio no habría lugar a 
la formación de causa. 


Sinceramente, me hubiera gustado -no para que este tema tome un cariz sensacionalista, 
sino, por el contrario, para que se mantenga dentro del plano de la reserva, como ha venido ocurriendo 
a nivel de esta Comisión- que la investigación administrativa nos aportara algún otro elemento que nos 
permitiera formar una convicción con mayor fundamento probatorio. Ahora bien, si es con este material 
que tenemos que manejarnos y el Partido de Gobierno entiende que la semana que viene hay que 
resolver el tema, que así se proceda. De todas formas, vuelvo a decir que a mí me hubiera gustado 
contar con más elementos, incluso los que surjan de la investigación administrativa. Además, 
sinceramente me hubiera gustado tener los documentos originales y no las fotocopias de que 
disponemos. 


Creo que aquí tiene mucho que ver algo que mencionó el señor Senador Abreu, que es la 
búsqueda de la verdad material. Si esto es lo que queremos, cuanto más elementos de prueba 
tengamos, muchísimo mejor; pero si se considera que este tema es apremiante y debe ser resuelto la 
semana próxima, ¡adelante! En lo personal, reitero que me hubiera gustado contar con algún otro 
elemento, pero no lo tenemos. 


La investigación administrativa, el sumario y las responsabilidades funcionales serán objeto de 
análisis en los respectivos ámbitos; aquí en la Comisión lo único que podemos hacer es votar la 
destitución de un funcionario, en caso de que correspondiere. De todas formas, ello se analizará por la 
vía pertinente, sea administrativa o penal, pues imagino que si existieren responsabilidades penales, 
serán los propios sumariantes quienes se ocupen del tema y no los Legisladores. 


Vuelvo a señalar que me hubiera gustado tener algún otro elemento de juicio para poder 
pronunciarme sobre este tema, porque con los que dispongo no creo que se pueda hacer lugar a la 
formación de causa. Luego de escudriñar el texto constitucional, esto es lo que corresponde en este 
estado de procedimiento. De todas maneras, adelanto que no tengo inconveniente alguno en votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si corresponde contestar a la Justicia concediendo el desafuero 
solicitado. 


(Se vota:) 
5en9. 


Aquí se generaría todo un debate sobre si la proclamación de la votación debe ser por la 
mayoría o por la minoría, pero esta discusión ya nos la hemos dado. 


SEÑOR GARGANO.- La resolución es negativa. 

SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión se ha pronunciado de esta forma; luego, el Cuerpo resolverá. 
Cada uno de los Senadores informará por su lado. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 19 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


